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SOBRE EL ARTÍCULO 100. 2 DEL REGLAMENTO DE GESTIÓN URBANÍSTICA Y LAS “EDIFICACIONES INOFICIOSAS.”

    (Continuación).

III.2.- LA LEY DE 2 DE MAYO DE 1975 DE REFORMA DE LA LEY SOBRE RÉGIMEN DEL SUELO Y ORDENACIÓN URBANA Y EL TEXTO REFUNDIDO DE LA LEY DE RÉGIMEN DEL SUELO Y ORDENACIÓN URBANA, DE 9 DE ABRIL DE 1976. SU DESARROLLO EN EL REGLAMENTO DE GESTIÓN URBANÍSTICA DE LA LEY DEL SUELO, DE 25 DE AGOSTO DE 1978.
La Ley de 12 de mayo de 1975, de Reforma de la Ley sobre Régimen del Suelo y Ordenación Urbana (en lo sucesivo LRS/75), partiendo de la consideración de que la regulación de la reparcelación en la LS/56 era complicada y, en algunos de sus trámites, superflua, se propuso su simplificación. En este sentido, señala la Exposición de Motivos de esta Ley que “En la misma línea de facilitar la gestión urbanística, sin merma de los principios de justicia, se simplifica de modo sustancial el mecanismo reparcelatorio. La cuantía de las aportaciones se hace depender como norma general de la superficie y el proceso se despoja de trámites y requisitos innecesarios.”

“La regulación de los sistemas de cooperación y de compensación – prosigue la citada exposición de motivos – distingue claramente las dos operaciones fundamentales: la distribución del suelo y volumen edificable entre los afectados y la ejecución de las obras de urbanización. La distribución del volumen cuando es impuesta viene facilitada grandemente, en relación con los criterios hasta ahora imperantes, como ya se ha recogido, en la medida en que la cuota correspondiente a cada propietario, salvo circunstancias excepcionales, se hace depender exclusivamente de la superficie de que cada uno es titular en el momento inmediatamente anterior a la reparcelación.”

Novedad, también, de la Ley, con incidencia en la cuestión que nos ocupa, fue la introducción de la técnica del aprovechamiento medio: “Los planes solo atribuyen – dice la Exposición de Motivos de la LRS/75 – en suelo programado el derecho a un aprovechamiento medio (deducido del previsto en el propio Plan, el que corresponda a la Administración). Ningún propietario adquiere derecho a un aprovechamiento superior al medio del Plan. Todos tienen a él, en el punto de partida, el mismo derecho. El principio de distribución equitativa de las cargas y beneficios del planeamiento que en la vigente Ley solo opera a nivel de sector, sin corregir las desigualdades entre éstos por muy grandes que fueran, se lleva así, para todo el suelo de nueva urbanización, a sus últimas consecuencias.”

También en materia de valoraciones se producen importantes innovaciones: “El principio según el cual el planeamiento no concede directamente el derecho a edificar tiene su reflejo en materia de valoraciones del suelo – afirma la repetida Exposición de Motivos – en la adopción del criterio según el cual el valor que a éste se reconoce debe estar en función del grado de cumplimiento de las obligaciones y cargas derivadas del Plan que se observe en cada caso. El valor se independiza así, en gran medida, de las puras calificaciones formales y se hace depender fundamentalmente del efectivo cumplimiento del Plan, del que depende, asimismo, la adquisición del derecho a edificar.

La innovaciones en esta materia, que comportan una estrecha relación con la valoración fiscal y una gran simplificación, se completan: a) llevando a sus últimas consecuencias el principio de valoración objetiva que se quebraba en la Ley del Suelo con el reconocimiento de unos valores “comerciales” y que ocasionaba en la práctica diferencias desproporcionadas en relación con las circunstancias, a veces nimias, que daban lugar a la aplicación de uno u otro valor; b) Eliminando el valor expectante, aplicable hasta ahora en la reserva “urbana”, con independencia de la actividad de los interesados, y c) Reconociendo a los arrendatarios e inquilinos afectados por expropiaciones, en su condición de sujetos pasivos, generalmente más débiles, de las mismas, el derecho a ser indemnizados conforme a la Ley de Expropiación Forzosa.”

Veamos más detenidamente estas novedades:

III.2.A.- EL APROVECHAMIENTO MEDIO.

III.2.A.a).- SU CONCEPTO Y FUNCIÓN.

El aprovechamiento medio en la LRS/75 y en el Texto refundido de la Ley sobre régimen del suelo y ordenación urbana de 9 de abril de 1976 (en lo sucesivo TRLS/76) es una determinación del planeamiento de nivel general municipal (Planes Generales Municipales de Ordenación y, en su caso, Programas de Actuación Urbanística), que circunscribe su ámbito de aplicación al suelo de nueva urbanización: el clasificado como urbanizable programado por el Plan General y, en su caso, el clasificado como no programado, que a través de la aprobación de un Programa de Actuación Urbanística se transformará en programado. El articulo 12.2.2.2, b) TRLS/76 y 30, b) del Reglamento de Planeamiento Urbanístico de 23 de junio de 1978 (en lo sucesivo RPU) impone al Plan General, como determinación necesaria especifica para el suelo urbanizable programado, la fijación del aprovechamiento medio de la totalidad de la superficie de dicho suelo y de cada uno de los sectores en que la misma se divida para el desarrollo de los planes parciales. Por su parte, el artículo 16.2, b) TRLS/76 y 72.1, b) y 2 RPU hacen lo propio respecto de los Programas de Actuación Urbanística, que deben establecer el aprovechamiento medio de todo el ámbito territorial y, en su caso, de cada uno de los sectores en que éste se divida.

El articulo 12.2.2.2, b) TRLS/76 dispone que el aprovechamiento medio de la superficie total y, en su caso, de los sectores que se delimiten, se fijará en función de las intensidades y usos globales señalados a los terrenos no destinados a viales, parques y jardines públicos y demás servicios y dotaciones de interés general, homogeneizados según sus valores relativos. El artículo 31 RPU “concreta la forma en que ha de fijarse el aprovechamiento medio, indicando que ha de hacerse mediante la valoración relativa (homogeneizada luego para todo el sector) de cada uno de los usos de las distintas zonas respecto de las demás y de cada sector en relación con los restantes en que se divide el suelo urbanizable programado para su desarrollo en Planes Parciales; expresando siempre dichas valoraciones en coeficientes y obteniendo finalmente, por el procedimiento que más adelante estudiaremos, el valor medio de cada zona y sector, así como de la totalidad del suelo urbanizable programado.”
 Por tanto el aprovechamiento medio, como técnica de justa distribución, que es el aspecto que aquí nos interesa consiste, en palabras de García de Enterría y Parejo Alfonso, “en la conversión básicamente de los contenidos sustantivos atribuidos al suelo en uso (residencial, industrial, etc...) e intensidad del mismo (edificación intensiva o extensiva, cerrada o abierta, en altura o no, etc...) – ambos contenidos diversos por naturaleza – en valores abstractos de cuantificación comparativa, intercambiables por responder a un mismo sistema de medida, y la obtención de la media de todos los valores relativos así establecidos. Dicho de otro modo, es el valor de medida que expresa en forma abstracta el contenido sustantivo en utilización del suelo que el planeamiento atribuye en un territorio determinado e imputable en un 90 por 100 a todos y cada uno de los titulares dominicales de éste. Se trata así de una técnica al servicio de la gestión urbanística para instrumentar la justa y equitativa distribución de los beneficios y cargas del planeamiento, en cuanto opera una transustanciación de las determinaciones materiales de éste en unidades de medida abstracta, posibilitando de esta forma la independización de aquella distribución para con respecto a las opciones de ordenación establecidas, las cuales no precisan, por tanto ser cuestionadas para la resolución adecuada de tal distribución.”

“Para la determinación del aprovechamiento medio son básicos dos datos: la superficie del total del suelo urbanizable programado en cada cuatrienio y, en su caso, la de cada uno de los sectores en que éste aparezca dividido, y los usos y sus respectivas intensidades asignados al suelo y susceptibles de apropiación y ejercicio privados. En el cómputo del aprovechamiento medio quedan excluidos, en efecto, y por expreso mandato legal (arts. 12.2.2.2, b) LS y 30, b) RP), los terrenos destinados en el Plan General (debe entenderse que también en el Programa de Actuación Urbanística) a viales, parques y jardines públicos y demás servicios y dotaciones de interés general.”

III.2.A.b).- LA APLICACIÓN DEL APROVECHAMIENTO MEDIO.  

“La aplicación del aprovechamiento medio tiene lugar – continúa la exposición de los profesores García de Enterría y Parejo Alfonso – a través de operaciones sucesivas dirigidas a la comparación de los aprovechamientos medios de cada uno de los sectores con el atribuido a todo el suelo urbanizable programado (o la parte del mismo incluida, en su caso, en el programa del cuatrienio que se está ejecutando) y, a escalón inferior y dentro de cada sector, el aprovechamiento de éste con el de las fincas o parcelas en el marco de los diversos polígonos.” 
 

a) La aplicación en el escalón del sector.

El artículo 84.2, párrafo 2º TRLS/76 impone, como señalan García de Enterría y Parejo Alfonso, “una primera comparación entre los aprovechamientos medios de todos y cada uno de los sectores y el del suelo urbanizable en su conjunto (o del incluido en el programa cuatrienal correspondiente) con el fin de determinar que sectores cuentan con un aprovechamiento superior al general del suelo urbanizable, cuales con uno inferior a éste y, finalmente, cuales carecen de cualquier aprovechamiento.”



“Cuando el aprovechamiento medio de un sector exceda al de la totalidad del suelo urbanizable programado – establece el artículo 84.2, párrafo 2º, apdo. 1º – el exceso será de cesión obligatoria y gratuita, a los fines de compensación previstos en el número 4 de este artículo – fincas con aprovechamiento real nulo (sistemas generales, espacios libres para parques públicos y zonas verdes, equipamiento comunitario y centros públicos) o que no alcancen el 90 por 100 del aprovechamiento que le corresponde – . El sobrante, si lo hubiere,  se incorporará al Patrimonio Municipal del Suelo.”

“Si el aprovechamiento medio de un sector fuese inferior al de la totalidad del suelo urbanizable programado, – dispone el mismo precepto en su apartado 2º – se disminuirán proporcionalmente las cargas que implique la gestión urbanística, sufragando el resto el Ayuntamiento u órgano urbanístico actuante.”

b) La aplicación a escalón de finca o parcela.

Continuado con la exposición de los profesores García de Enterría y Parejo Alfonso, señalan éstos, en relación con la eficacia distributiva de la técnica del aprovechamiento medio, que ésta “se proyecta más allá del plano de la compensación intersectorial, llegando a la fase última del proceso urbanístico: la concreción del aprovechamiento correspondiente a una específica parcela o finca. (...).

El aprovechamiento de cada finca – establece el artículo 84.2, b) LS – se determina “refiriendo a su superficie el aprovechamiento medio del sector en que se encuentre enclavada, sin que tenga relevancia al respecto su calificación concreta en el Plan”; precepto que es precisado por el artículo 48 RGU – teniendo en cuenta que el 10 por 100 del aprovechamiento medio del sector es de cesión obligatoria y gratuita – en el sentido de que el montante de aprovechamiento a aplicar sobre la superficie de la finca es solo el 90 por 100 del aprovechamiento medio del sector.

De este precepto legal cabe deducir dos observaciones:

En primer término, el aprovechamiento de la finca viene dado en función del asignado al sector. Si el de éste es inferior al del total del suelo urbanizable programado, el aprovechamiento de la finca será inferior también al aprovechamiento medio general; la compensación de estos propietarios hay que buscarla en la obligada reducción de sus cargas a la gestión urbanística, en los términos ya examinados. Si el aprovechamiento del sector fuese igual al medio total, el aprovechamiento de cada finca coincidirá con este último. Y si el aprovechamiento del sector es superior, entonces habrá que proceder a concretar ese exceso en los términos ya estudiados (...).

En segundo lugar, cabe señalar que la calificación urbanística que recibe la finca en el Plan carece de relevancia a efectos de determinar el derecho de cada propietario. Si el contenido urbanístico de dicha calificación viene a equivaler al aprovechamiento que corresponda a cada propietario del polígono no habrá, en principio, problema (...). En otro caso, habrá que acudir a una operación reparcelatoria o compensatoria, a fin de redistribuir las parcelas y adjudicar a cada propietario la que le corresponda según su aprovechamiento, lo que equivale a decir, según su superficie, dado que el aprovechamiento de cada finca en el sector se mide, en concreto, por la superficie de la finca originaria.”

III.2.B.- EL RÉGIMEN DE VALORACIONES EN LA REFORMA DE 1975-1976.

Como veíamos mas arriba, el principio según el cual el planeamiento no concede directamente el derecho a edificar tenía su reflejo “en materia de valoraciones del suelo, en la adopción del criterio según el cual el valor que a éste se reconoce debe estar en función del grado de cumplimiento de las obligaciones y cargas derivadas del Plan que se observe en cada caso. El valor se independiza así, en gran medida, de las puras calificaciones formales y se hace depender fundamentalmente del efectivo cumplimiento del Plan, del que depende, asimismo, la adquisición del derecho a edificar.”

La innovaciones en esta materia, que comportaban una estrecha relación con la valoración físcal y una gran simplificación, según la aludida exposición de motivos, se completaban: 

“a) Llevando a sus últimas consecuencias el principio de valoración objetiva que se quebraba en la Ley del Suelo con el reconocimiento de unos valores “comerciales” y que ocasionaba en la práctica diferencias desproporcionadas en relación con las circunstancias, a veces nimias, que daban lugar a la aplicación de uno u otro valor. 

b) Eliminando el valor expectante, aplicable hasta ahora en la reserva “urbana”, con independencia de la actividad de los interesados, y 

c) Reconociendo a los arrendatarios e inquilinos afectados por expropiaciones, en su condición de sujetos pasivos, generalmente más débiles, de las mismas, el derecho a ser indemnizados conforme a la Ley de Expropiación Forzosa.”

El régimen de valoraciones en la reforma de 1975-1976, se contenía en el TRLS/76, en su título II, capítulo IV, artículos 103 a 113 y en el RGU, título IV, artículos 131 a 153.

La regla general del régimen de valoraciones de la reforma de 1975-1976 era que toda valoración de terrenos por razón urbanística había de efectuarse con arreglo a los criterios establecidos en la citada Ley. Ahora bien, como señalan García de Enterría y Parejo Alfonso,
 el ámbito de aplicación de los valores objetivos urbanísticos se circunscribía estrictamente al suelo, a los terrenos, quedando el resto de los bienes fuera del mismo. En efecto:

“a) Las plantaciones, obras, edificaciones o instalaciones que existan en el suelo se justiprecian, salvo que – por su carácter de mejoras permanentes – sean tenidas en cuenta en la determinación del valor urbanístico de éste, con independencia del mismo, e incrementen, con su cuantía, así, el valor total del suelo (art. 106.1 LS). La jurisprudencia tras dejar sentado el principio de la independencia de la valoración de unos y otros bienes, precisa que a las plantaciones, obras, edificaciones e instalaciones son de aplicación los criterios de la legislación general de expropiación forzosa (...). Hoy el art. 137.1 RG lo dispone taxativamente así.

b) Los derechos de arrendamientos rústicos y urbanos se tasan asimismo con arreglo a la LEF (art. 106.2 LS). El art. 137.3 RGU aclara, además, que en la determinación de las indemnizaciones arrendaticias rigen los criterios estimativos del art. 43 LEF, enumerando incluso las circunstancias a tener en cuenta a dicho efecto tanto en los arrendamientos urbanos como en los rústicos.

c) Por último, los derechos reales sobre inmuebles se valoran, a efectos de su constitución, modificación o extinción, con arreglo a las disposiciones sobre expropiación que específicamente determinen el justiprecio de los mismos, subsidiariamente a las normas del Derecho administrativo o civil reguladoras de la institución de que se trate y, en su defecto, a las establecidas para los impuestos de sucesiones, transmisiones patrimoniales y actos jurídicos documentados (Art.111.1 LS).”

Queda, pues, claro – dicen García de Enterría y Parejo Alfonso – que el sistema de valores objetivos del TRLS/76 regía únicamente para los terrenos, tal y como decía el artículo 103 del texto legal. Este sistema descansaba sobre dos valores: el inicial y el urbanístico, que operaban en función de la clasificación urbanística del suelo y del aprovechamiento de éste, matizado, en su caso, en razón al grado de urbanización de los terrenos, de modo que las valoraciones solo podían practicarse a partir de los referidos valores, inicial y urbanístico.

Brevemente, a los fines del presente trabajo, nos referiremos a cada uno de ellos:

III.2.B.a).- EL VALOR INICIAL. 

El valor inicial se aplicaba a los suelos clasificados como no urbanizables y solamente a éstos.

El valor inicial prescindía de toda expectativa de aprovechamiento urbanístico del suelo (artículos 104.1 TRLS/76 y 140.1 RGU, ambos “in fine”) y se determinaba por la aplicación conjunta de los dos siguientes criterios:

a) Por el rendimiento bruto que le corresponda en la explotación rústica efectiva o de que fuere naturalmente susceptible.

b) El valor medio en venta a efectos o en función de la explotación agrícola (ganadera, cinegética, minera o cualquier otra semejante, precisaba el artículo 142 RGU) de la tierra.

En el supuesto de que el valor inicial resultara ser inferior al que constase en estimaciones públicas debidamente aprobadas, prevalecía, de acuerdo con el artículo 104.5 TRLS/76 (artículo 143 RGU), la más alta de las que concurran sobre el terreno.

“La relación, pues, entre valoración urbanística y fiscal – afirman los citados autores para este régimen – se establece en términos que hacen de la segunda un mínimo garantizado en todo caso al propietario a la hora de la fijación del justiprecio urbanístico.”

III.2.B.b).- EL VALOR URBANÍSTICO.

Esta función de la estimación fiscal como valor mínimo asegurado en todo caso jugaba también respecto al valor urbanístico, pues, como apuntan García de Enterría y Parejo Alfonso
, el valor inicial operaba, a su vez, como límite de la tasación conforme al mismo, de manera que prevalecía sobre el urbanístico cuando éste fuera inferior (artículo 108, párrafo 2º y 144 RGU, inciso final).

De todas formas, como señalan los citados autores, los criterios de fijación del valor urbanístico determinaban una más estrecha relación con la valoración fiscal. Pues la regla general era, en este caso y conforme al artículo 105.1 TRLS/76, la de determinación del valor urbanístico en función del aprovechamiento atribuido por la ordenación aplicable al suelo según su situación, pero conforme al rendimiento que a tal aprovechamiento se atribuyese a efectos fiscales. Por ello mismo, el artículo 145 RGU identificaba, en principio, el valor urbanístico al determinado por la contribución territorial urbana, siempre que concurriesen los dos siguientes requisitos:

a) Que la fijación del valor básico del suelo en la contribución territorial urbana se hubiese producido en consideración a las condiciones de uso y volumen establecidas por el planeamiento urbanístico en vigor en el momento de ser realizada.

b) Que desde la fecha de la estimación fiscal no hubiese transcurrido aún el plazo de 5 años previsto en el artículo 26 del Texto Refundido de la Contribución Territorial Urbana.

Ahora bien, como advierten García de Enterría y Parejo Alfonso, podía ocurrir bien que no concurriesen los requisitos anteriores o que, aún dándose, el planeamiento urbanístico hubiere sido modificado entre tanto, bien que ni siquiera exista estimación fiscal a efectos de la contribución territorial urbana. En todos estos supuestos el valor urbanístico se concretaba directamente a partir del aprovechamiento urbanístico asignado al suelo, con aplicación de algunos criterios correctores.

El aprovechamiento a tener en cuenta a dicho efecto era el siguiente:

a) En suelo urbanizable no programado y en el apto para su urbanización: el resultante del uso y de la intensidad de ocupación de los terrenos, según el Plan General Municipal de Ordenación o las Normas Subsidiarias Municipales.

b) En suelo urbanizable programado: el aprovechamiento medio del sector, previa detracción, en su caso, del exceso respecto al aprovechamiento medio de todo el suelo de esta clase, determinado por el Plan General o, en su caso, el Plan Parcial correspondiente.

c) En suelo urbano: el aprovechamiento directamente atribuido a la parcela por el Plan General o, en su caso, el Plan Especial de Reforma Interior, y, de estar la parcela incluida en un polígono o unidad de actuación a gestionar por compensación o cooperación, el aprovechamiento medio resultante del proyecto de compensación o reparcelación. En defecto de planeamiento, el aprovechamiento correspondiente a 3 m3/m2, referidos a cualquier uso.   

Al valor obtenido aplicando los anteriores criterios habían de aplicarse aun determinados coeficientes correctores para ajustarlo (aumentándolo o disminuyéndolo, como máximo en un 15 por 100) en función del grado de urbanización y de las particularidades específicas de los terrenos de que se tratase.

III.2.C.- LA REPARCELACIÓN EN LA REFORMA DE 1975-1976 Y EN EL REGLAMENTO DE GESTIÓN URBANÍSTICA DE 1978.

El TRLS/76 continúa regulando la reparcelación en el capítulo III del título III, artículos 97 a 102, ambos inclusive. Su tabla de vigencias declaraba en vigor el RR/66 “hasta la publicación del nuevo Reglamento que lo sustituya y en tanto no se oponga al presente texto refundido.” El nuevo desarrollo reglamentario de la reparcelación está contenido en el título III (artículos 71 a 130, ambos inclusive) del RGU, que a su entrada en vigor derogó el RR/66, salvo cuatro artículos – 28, 31, 34 y 35 –, que, referidos a aspectos registrales de la reparcelación, fueron definitivamente derogados por el RD 1093/1994 de 4 de julio por el que se aprueban las normas complementarias al Reglamento para la ejecución de la Ley Hipotecaria sobre inscripción en el Registro de la Propiedad de Actos de Naturaleza Urbanística.

A las dos clásicas finalidades previstas para la reparcelación en la LS/56 – regularización de linderos y distribución con justicia de los beneficios y cargas de la ordenación – añade la reforma de 1975-1976 como objetivo, también, de la reparcelación y corolario de la última finalidad citada, la situación del “aprovechamiento en zonas aptas para la edificación con arreglo al Plan” (artículo 97.2 TRLS/76), precisando, por su parte, el RGU, como consecuencia de la introducción de la técnica del aprovechamiento medio para el suelo urbanizable, la finalidad de situar “sobre parcelas determinadas y en zonas aptas para la edificación del aprovechamiento establecido por el Plan que corresponde a la administración actuante, cuando se trata de suelo urbanizable o incluido en un programa de actuación urbanística” (artículo 72.1.c) RGU).

Al tratar de las clases de  reparcelación en la LS/56 veíamos que, por razón de sus resultados, cabe distinguir entre una reparcelación in natura o en especie – que atribuye a los propietarios parcelas independientes – y una reparcelación sustitutiva, compensatoria, económica o a metálico – por indemnización de valor –. Ejemplos de ésta última clase de reparcelación – que es la que nos interesa – en la reforma de 1975-1976 los encontramos en los artículos 99.1.d) TRLS/76 y 94.3 RGU –  “cuando la cuantía del derecho del propietario no alcanzare el 15 por 100 de la parcela mínima edificable” – ; en el 125.2 TRLS/76 y 74 RGU – “cuando por las circunstancias de edificación en una determinada actuación urbanística no fuese posible llevar a cabo la reparcelación material de los terrenos de toda o parte de la misma, superior a un 50 por 100 de la superficie afectada.” – y; por último, en los artículos 99.1.e) TRLS/76 – “en todo caso las diferencias de adjudicación serán objeto de compensación económica entre los interesados, valorándose al precio medio de los solares resultantes.” – y 71.4 RGU – “La reparcelación comprende también la determinación de las indemnizaciones o compensaciones necesarias para que quede plenamente cumplido, dentro de la unidad reparcelable, el principio de la justa distribución entre los interesados de los beneficios y cargas de la ordenación urbanística.” –. En este caso – señala Carceller Fernández – “la indemnización tiene carácter complementario: compensa las diferencias de adjudicación de parcelas resultantes (artículo 99.1.e) LS); por lo que coexiste con una reparcelación material o in natura.”

Es aquí, en la indemnización compensatoria donde se incardina el precepto que provoca nuestro trabajo: el artículo 100, apartados 1º y 2º, RGU, según el cual “1º. En la cuenta de liquidación provisional del proyecto se incluirán las indemnizaciones que correspondan a las diferencias de adjudicación que se hayan producido, tanto por defecto como por exceso, y cualquiera que sea su cuantía, valorándose al precio medio de los solares resultantes.” y “2º. Se incluirán también como diferencias de adjudicación los excesos de aprovechamiento que queden atribuidos a determinados propietarios por virtud de lo dispuesto en el artículo 99.3 de la Ley del Suelo y artículos 89 y 90 de este Reglamento.”

Habida cuenta la especialidad de nuestro trabajo y expuestas ya las líneas básicas de la técnica del aprovechamiento medio y del régimen de valoraciones en la reforma de 1975-1976, nos limitaremos en este apartado, dedicado a la reparcelación en el TRLS/76 y RGU, a una sucinta exposición de la definición de derechos de los propietarios o valoración de las fincas aportadas; la definición y valoración de las fincas resultantes; la exclusión de fincas, y; por último, a las indemnizaciones y cuenta de liquidación, en especial las compensaciones económicas a que se refiere el artículo 99.3 TRLS/76 y concordantes del RGU; de todo lo cual haremos una reflexión crítica en el último epígrafe de este apartado. 

III.2.C.a).- DEFINICIÓN DE DERECHOS DE LOS PROPIETARIOS.

Se rige esta definición por reglas distintas según se trate de reparcelación en suelo urbanizable o en suelo urbano.

Para el primer caso dispone el artículo 99.1.a) TRLS/76 y 86.1 RGU que el derecho de los propietarios afectados será proporcional a la superficie de sus respectivas fincas que quede comprendida en la unidad reparcelable.

Para el segundo caso, y de acuerdo con los citados artículos, apartados 4º y 2º, respectivamente, rige, en primer término la libertad de pacto y, salvo pacto o renuncia expresa, cuando se trate de suelo urbano, el derecho de los propietarios afectados será proporcional al valor urbanístico de las respectivas parcelas (artículo 99.4 TRLS/76) o al valor urbanístico de la superficie de sus respectivas fincas (artículo 86.2 RGU); valor que ha de determinarse conforme al sistema de valoraciones del propio ordenamiento urbanístico y, concretamente, – indica el artículo 99.4 TRLS/76 – conforme al artículo 108 de este texto: con arreglo al valor urbanístico, con el límite del valor inicial, que prevalecerá sobre el urbanístico cuando éste fuese inferior.

En este caso se asignará a cada una de las fincas un valor concreto en pesetas o unidades convencionales que determinará el coeficiente para el reconocimiento de derechos y adjudicación de las fincas resultantes.

En ambos supuestos la fecha para determinar el derecho de los propietarios afectados será la de iniciación del expediente de reparcelación.

 III.2.C.b).- DEFINICIÓN Y VALORACIÓN DE LAS FINCAS RESULTANTES.

Para la definición, valoración y adjudicación de las fincas resultantes se aplicarán – dispone el artículo 87 RGU –, en primer lugar, los criterios expresamente manifestados por los interesados, siempre que no sean contrarios a la ley o al planeamiento ni ocasionen perjuicio al interés público o a tercero.

La superficie susceptible de edificación o de aprovechamiento privado, conforme al plan que se ejecute – continúa el artículo 88 del mismo texto –, que deba ser objeto de adjudicación, se valorará con criterios objetivos y generales para toda la unidad reparcelable y deberá tener en cuenta las siguientes circunstancias: volumen edificable, uso asignado por el Plan, situación, carácteristicas de las edificaciones permitidas y grado de urbanización. “No todas estas circunstancias operan por igual a la hora de la valoración, pues ésta debe basarse necesariamente en el volumen, jugando el resto como factores (expresados en coeficientes) correctores del resultado obtenido (art. 88 RGU). La valoración final, aunque pueda expresarse en puntos o unidades convencionales, debe traducirse también a dinero a los efectos de la determinación de las indemnizaciones sustitutorias que procedan.”
 

III.2.C.c).- LA EXCLUSIÓN DE FINCAS.

En ningún caso – establece el artículo 79 RGU – podrá acordarse la exclusión de la unidad reparcelable de las fincas comprendidas en el polígono o unidad de actuación, delimitado a efectos de ejecución del Plan, sin perjuicio de cuanto se dispone en el artículo 93.3 TRLS/76, respecto de la adjudicación de determinadas fincas y en el 125.2 del mismo texto, respecto de la indemnización sustitutiva de la reparcelación material de los terrenos.

Establece el citado artículo 99.3 del TRLS/76, como ya hemos visto, que “No serán objeto de nueva adjudicación, conservándose las propiedades primitivas, sin perjuicio de la regulación de linderos cuando fuere necesaria y de las compensaciones económicas que procedan: a) Los terrenos edificados con arreglo al planeamiento y b) Las fincas no edificadas con arreglo al planeamiento, cuando la diferencia en mas o en menos, entre el aprovechamiento que les corresponda conforme al Plan y el que le correspondería al propietario en proporción a su derecho en la reparcelación, sea inferior al 15 por 100 de éste último.”


Este precepto es desarrollado por los artículos 89 a 90 RGU, que podemos sistematizar, con Carceller Fernández,
 distinguiendo:

a) Terrenos edificados.

El RGU distingue varios supuestos:

 1) Cuando en la unidad reparcelable estén comprendidos terrenos edificados con arreglo al planeamiento, éstos no serán objeto de nueva adjudicación conservándose las propiedades primitivas, sin perjuicio de la regulación de linderos cuando fuere necesaria y de las compensaciones económicas que procedan (artículo 89.1 RGU). 

2) Si se trata de fincas que solo están parcialmente edificadas, la regla anterior solo será aplicable a la parte de finca que esté edificada, pudiendo segregarse la superficie libre (artículo 89.2 RGU).


3) Los terrenos en que existan edificios no ajustados al planeamiento se adjudicarán íntegramente a sus primitivos propietarios, sin perjuicio de la regulación de linderos y de las compensaciones pertinentes siempre que concurran las siguientes circunstancias: 

a) Que no sea necesaria su demolición para ejecución de las obras de urbanización previstas en el plan. 

b) Que no estén destinados a usos radicalmente incompatibles con la ordenación.

c) Que no esté decretada su demolición en virtud de expediente de infracción urbanística. 

d) Que la superficie edificada no sea inferior a la parcela mínima edificable, a menos que quede comprendida en una finca resultante de mayores dimensiones, que corresponda al adjudicatario con arreglo a derecho. 

e) Que el derecho del propietario en la parcelación no sea inferior, en mas del 15 por 100, al que corresponda a la parcela mínima edificable. 

f) Que el aprovechamiento que corresponda a la superficie edificada no exceda en mas del 15 por 100 del derecho del adjudicatario, a menos que se trate de edificaciones residenciales habitadas por personas que no sean el propio adjudicatario o su familia (artículo 90 RGU).

En los demás casos no comprendidos en los tres anteriores, los edificios incluidos en la unidad de reparcelación no serán tenidos en cuenta a efectos de adjudicación de las superficies en que se hallen enclavados , sino que serán objeto de tasación, decretándose su inmediato desalojo y demolición (artículo 91 RGU).

b) Fincas no edificadas.
No serán objeto de nueva adjudicación, conservándose las propiedades primitivas, sin perjuicio de la regulación de linderos, cuando fuere necesaria y de las compensaciones económicas que procedan cuando concurran los requisitos siguientes:

1º. Que la diferencia, en más o en menos, entre el aprovechamiento que les corresponda con arreglo al Plan y el que correspondería al propietario en proporción a su derecho en la reparcelación sea inferior al 15 por 100 de este último.

2º. Que el propietario lo solicite y lo justifique dentro de los tres meses siguientes a la aprobación de la delimitación del polígono o unidad de actuación (artículo 92.1 RGU).

III.2.C.d).- INDEMNIZACIONES Y CUENTA DE LIQUIDACIÓN: LAS COMPENSACIONES ECONÓMICAS.

a) Plantaciones, obras, edificaciones e instalaciones. 

Como ya hemos visto, a propósito del régimen de valoraciones el la LRS/75 y TRLS/76, las plantaciones, obras, edificaciones e instalaciones que no puedan conservarse se valorarán con independencia del suelo, y su importe se satisfará a los propietarios o titulares interesados, con cargo al proyecto, en concepto de gastos de urbanización (artículo 99.1.f) TRLS/76 y 98.1 RGU).

El RGU ha aclarado este precepto precisando que se entenderá que no pueden conservarse los elementos mencionados en los siguientes casos:

a) cuando sea necesaria su eliminación para realizar las obras de urbanización previstas en el Plan.

b) Cuando estén situados en una superficie que no se deba adjudicar integramente a un mismo propietario.

c) Cuando su conservación sea radicalmente incompatible con la ordenación, incluso como uso provisional.

La tasación de estos elementos se efectuará en el propio proyecto de reparcelación, con arreglo a las normas que rigen la expropiación forzosa (artículo 98.3 RGU) y las indemnizaciones resultantes serán objeto de compensación en la cuenta de liquidación provisional, con las cantidades de las que resulte deudor el interesado por diferencias de adjudicación o por gastos de urbanización y del proyecto  (artículo 98.4 RGU).

b) derechos que deban extinguirse.

Lo dispuesto para las plantaciones y obras es igualmente aplicable a las servidumbres y cargas, derechos de arrendamiento y cualesquiera otros que, por ser incompatibles con la ejecución del planeamiento, deban extinguirse con el acuerdo de reparcelación (artículo 99 RGU).

c) Cuenta de liquidación provisional.


La cuenta de liquidación provisional forma parte del proyecto de reparcelación (artículo 82.1.e) RGU) y como tal cuenta es, señala Carceller Fernández,
una innovación del RGU. En ella – ciñéndonos a lo que a nuestro trabajo directamente interesa – se incluirán:

a) Las indemnizaciones que correspondan a las diferencias de adjudicación que se hayan producido, tanto por defecto como por exceso, y cualquiera que sea su cuantía, valorándose al precio medio de los solares resultantes (artículo 100.1 RGU). 

b) Se incluirán también como diferencias de adjudicación los excesos de aprovechamiento que queden atribuidos a determinados propietarios por virtud de lo dispuesto en el artículo 99.3 del TRLS/76 y artículos 89 y 90 RGU (artículo 100.2 RGU).
III.2.C.e).- LOS GASTOS DE URBANIZACIÓN Y DE PROYECTO.

El coste de las obras de urbanización se calculará – dice el apartado 3º del artículo 100 RGU – con arreglo a los presupuestos aprobados y, en su defecto, mediante una cifra estimativa, que establecerá razonadamente el propio proyecto de reparcelación. Esta misma regla se aplicará a los gastos de proyecto. Los gastos de redacción de los proyectos – continúa el apartado 4º del mismo precepto – que obtuviesen la aprobación inicial, aunque no llegasen a obtener la definitiva, serán considerados como gastos de proyecto y adeudados al conjunto de propietarios afectados, para su reintegro a quienes los anticiparon. 

Finalmente, dispone el apartado 5º del artículo 100 RGU que “Los gastos de urbanización y de proyectos se distribuirán a prorrata entre todos los adjudicatarios de las fincas resultantes, con arreglo al valor de éstas.”

III.2.C.f).- LA REPARCELACIÓN SIMPLEMENTE ECONÓMICA.

En ningún caso – establece el artículo 79 RGU – podrá acordarse la exclusión de la unidad reparcelable de las fincas comprendidas en el polígono o unidad de actuación, delimitado a efectos de ejecución del Plan, sin perjuicio de cuanto se dispone en el artículo 93.3 TRLS/76, respecto de la adjudicación de determinadas fincas y en el 125.2 del mismo texto, respecto de la indemnización sustitutiva de la reparcelación material de los terrenos.

De acuerdo con este artículo 125.2 TRLS/76 y el 116 RGU, cuando por las circunstancias de edificación de una actuación urbanística, no fuere posible llevar a cabo la reparcelación material de los terrenos de toda o parte de la misma, superior a un 50 por 100 de la superficie afectada (la edificable de un polígono o unidad de actuación), la reparcelación limitará sus efectos a la determinación de las indemnizaciones sustitutorias que procedan. Para este caso el artículo 116 RGU establecía la documentación reducida del proyecto; el plazo de audiencia; la impugnabilidad, sin limitación, del acuerdo de aprobación definitiva ante la jurisdicción contencioso-administrativa; la formalización y protocolización, y; por último, las operaciones registrales del caso.

III.2.D.- VALORACIÓN CRÍTICA.

Buena parte de la reflexión crítica que nos proponemos realizar aquí, ha sido adelantada ya, al inicio de este trabajo, al hacer el planteamiento de la cuestión objeto de nuestro estudio, pues es en la reforma de la Ley del Suelo de 1975-1976 y en el Reglamento de Gestión Urbanística de 1978, que la desarrolla – normas a las que principalmente nos hemos referido en aquel epígrafe – donde la cuestión de las “edificaciones inoficiosas” se plantea por vez primera y en unos términos que si bien se repetirán en las leyes urbanísticas estatales posteriores, en éstas, habrán de coexistir con otros preceptos que, sin reconocer abiertamente los problemas que generan las parcelas sobreedificadas incluidas en polígonos para la ejecución del planeamiento, explicitan principios básicos del Ordenamiento Jurídico Urbanístico que, en nuestra opinión, deben provocar la inaplicación de los artículos discutidos, si bien tales principios explicitados, a falta de enfrentar el problema y proporcionarle una solución acabada, lo que hacen, en realidad, es desplazar el problema sobre los propietarios de las fincas inedificadas del polígono.

Pues bien, ciñéndonos ya a la regulación que, en sus líneas básicas, acabamos de exponer sobre aprovechamiento medio, valoraciones y reparcelación en el TRLS/76 y RGU, en relación con el problema de las parcelas edificadas, incluidas en polígonos a ejecutar por compensación o cooperación, podemos destacar de la misma – en lo que a esta reflexión interesa – las siguientes disposiciones básicas:

En primer término, que de acuerdo con los artículos 99.1º, a) y 4º TRLS/76 y 86 RGU los derechos de los propietarios en suelo urbanizable son proporcionales a la superficie de sus respectivas fincas, y, en suelo urbano, salvo pacto o renuncia expresa, al valor urbanístico de las respectivas parcelas (artículo 99.4 TRLS/76) o, precisando más, al valor urbanístico de la superficie de sus respectivas fincas (artículo 86.2 RGU).

En segundo lugar, que las parcelas sobreedificadas se valoran siempre en la reparcelación conforme al valor urbanístico, toda vez que éstas en el momento de la reparcelación se encuentarán siempre emplazadas en suelo clasificado como urbanizable programado o urbano.

La regla general para la fijación del valor urbanístico, conforme al artículo 105 TRLS/76, era su determinación en función del aprovechamiento que correspondiese a los terrenos según su situación, conforme al rendimiento que a dicho aprovechamiento se atribuyese a efectos fiscales al iniciarse el expediente de valoración.

El aprovechamiento que, en todo caso, serviría de base para la determinación del valor sería, en el suelo urbanizable programado, el medio del sector, previa detracción, en su caso, del exceso, respecto del aprovechamiento medio de todo el suelo de esta clase, determinado por el Plan General o, en su caso por el Plan Parcial; en suelo urbano, sería el permitido por el Plan o, en su caso, el aprovechamiento medio fijado al polígono o unidad de actuación.

En orden a la valoración de los derechos diferenciaba el TRLS/76 entre el suelo urbano y el urbanizable. Mientras en este último el rendimiento que a dicho  aprovechamiento urbanístico se atribuía a efectos fiscales, al iniciarse el expediente de reparcelación, era uno y el mismo para todo el ámbito, tratándose de suelo urbano, el aprovechamiento urbanístico, salvo pacto o renuncia expresa, se valoraba en función del rendimiento más específico, en parcela, que a efectos fiscales se atribuía aquel.

El valor urbanístico fijado en función de los citados criterios podía aumentarse o disminuirse en un 15 por 100 como máximo en función del grado de urbanización y de las particularidades específicas.

Por último, en lo que ahora importa, que el criterio para determinar si las fincas sobreedificadas se mantienen, con adjudicación a sus primitivos propietarios o, por el contrario han de ser tasadas y demolidas, es la conformidad a ordenación de la edificación, para las que se encuentren en esta situación, y, también, en lo que aquí interesa, el de que la superficie edificada no exceda en más del 15 por 100 del derecho del adjudicatario – a menos que se trate de edificaciones residenciales habitadas por personas que no sean el adjudicatario o su familia – para las que se encuentren en situación de fuera de ordenación (artículo 99.3 TRLS/76 y  89 y 90 RGU).

De estos preceptos, de los del artículo 100, apartados 1º y 2º RGU y del apartado 2º del artículo 125 TRLS/76, antes transcritos parece deducirse que los derechos de los propietarios en la reparcelación, en el caso de fincas que materializan mayor aprovechamiento que el medio del polígono – tanto se encuentren dentro como fuera de ordenación y con independencia del aprovechamiento urbanístico que materialicen – será el resultado de multiplicar la superficie de la parcela por el 90 por 100 del aprovechamiento medio del sector – con las detracciones antes señaladas – , para el suelo urbanizable y, para el suelo urbano, el resultado de multiplicar la superficie de la parcela por el aprovechamiento medio resultante del proyecto de compensación o reparcelación del polígono o unidad de actuación en que se encuentre.

La valoración de estos derechos vendría dada, en suelo urbanizable – refiriéndonos siempre al programado – por el resultado de multiplicar el producto de la anterior multiplicación por el rendimiento que a dicho aprovechamiento urbanístico se atribuyese a efectos fiscales, al iniciarse el expediente de reparcelación; en suelo urbano, por el resultado de multiplicar el producto de la multiplicación, antes también propuesta, por el rendimiento más específico, en parcela, que a efectos fiscales se atribuyese a aquel.

Es esta deducción inicial la que nos proponemos poner en cuestión en la reflexión que ahora iniciamos sobre la exclusión de la reparcelación de las fincas edificadas bajo el régimen de la Reforma de 1975-1976.

 Como punto de partida para este análisis tomaremos la afirmación del profesor González Pérez, según la cual “aún cuando el texto del precepto (artículo 99.3 TRLS/76), después de la reforma de 1975, no se refiere a la exclusión de fincas de la reparcelación (a diferencia del art. 8 Rrep.) el número 3 de este artículo viene a conservar el mismo régimen.”
 Adelantamos ya que no estamos de acuerdo con tal afirmación: si bien en el régimen de la reparcelación que surge de la Reforma de la Ley del Suelo de 1975-1976 los propietarios conservan sus fincas primitivas sin mutación dominical alguna, al igual que en los supuestos de exclusión del RR/66, en los que no existe aportación de fincas para recibir en adjudicación otras, ni tampoco se produce el efecto de la subrogación real, del conjunto del repetido artículo 99  y sobre todo de su desarrollo reglamentario, resulta, en nuestra opinión, un nuevo concepto y un nuevo sistema de la reparcelación, diferente del de la LS/56, con unos efectos y un régimen para las fincas edificadas incluidas en un polígono sujeto a reparcelación muy distinto del de la anterior Ley del Suelo. En este sentido la afirmación de la exposición de motivos de la LRS/75 de que en la línea de facilitar la gestión urbanística “se simplifica de modo sustancial el mecanismo reparcelatorio” quizá se quede corta: el mecanismo reparcelatorio no solo se simplifica en el TRLS/76 sino que se modifica sustancialmente respecto del régimen de la LS/56.

III.2.D.a).- DIFERENCIAS ENTRE LA REPARCELACIÓN DE LA LS/56 Y SU REGLAMENTO DE REPARCELACIONES Y LA REPARCELACIÓN DE LA REFORMA DE 1975-1976.
En la LS/56 y su Reglamento de Reparcelaciones de 1966 el mecanismo de la reparcelación descansaba, como ya expusimos más arriba, sobre la diferenciación entre el reparto de cargas, de un lado – en el que entraban todas las parcelas y propietarios del polígono, sin exclusión alguna, aunque, en cuanto a las obligaciones legales de cesión, la participación en especie se sustituía, para las parcelas excluidas, por el equivalente económico – y el reparto de beneficios, por otro, en el que no figuraban las fincas excluidas de la reparcelación, haciendo gravitar el reparto con justicia de los beneficios y cargas de la reparcelación sobre el reparto de estas últimas, ya que era a través del reparto de cargas como se corregían los desajustes que, a consecuencia de la exclusión de determinadas fincas, se producían en el reparto de beneficios entre las parcelas no excluidas: las fincas sobreedificadas siempre resultaban sobrevaloradas, en función de esa sobreedificación, a efectos de participación en las cargas y, en consecuencia, a pesar de la exclusión se producía una sobreparticipación de éstas – en función de la sobredificación –  en las cargas de urbanización y, entre ellas, por vía sustitutiva, en la cesión de terrenos viales y para zonas verdes
. De este modo, sin entrar entre los beneficios a repartir estos aprovechamientos preexistentes en el polígono, ni entrar, tampoco, los titulares de las parcelas excluidas en el reparto de los nuevos aprovechamientos creados por el Plan se compensaba, por la vía del reparto de cargas – más claramente, por la vía de la participación en las cargas en función del valor de la finca, determinado por el aprovechamiento urbanístico materializado – a los propietarios de las fincas incluidas en la reparcelación de los perjuicios que pudieran experimentar a consecuencia de la exclusión de la reparcelación de determinadas fincas del polígono, sea por las superficies edificables de que se veían privados, sea por la mayor intensidad de uso que, para un mismo aprovechamiento urbanístico, se veían obligados a soportar.

 Por el contrario, en la reforma de 1975-1976 se hace gravitar la justicia de la reparcelación en el equitativo reparto de los beneficios, de los aprovechamientos urbanísticos; finalidad a la que responde la introducción de la técnica del aprovechamiento medio en el suelo urbanizable y que trasluce, también, en los nuevos objetivos que se señalan a la reparcelación en el artículo 97.2 TRLS/76 y 72 RGU: la localización sobre parcelas y en zonas aptas para la edificación del aprovechamiento urbanístico de los propietarios del polígono y del aprovechamiento urbanístico establecido por el Plan, que corresponde a la Administración actuante, cuando se trata de suelo urbanizable programado o incluido en un programa de actuación urbanística.

Por otra parte, en el TRLS/76 la reparcelación tiene por objeto repartir los aprovechamientos urbanísticos del polígono – y todos los aprovechamientos  del polígono – entre los partícipes en el mismo y asignar a estos aprovechamientos, precisamente para su emplazamiento, las correspondientes, y suficientes, parcelas – en función de las concretas tipologías edificatorias zonales – delimitadas sobre terrenos aptos para la edificación, es decir, delimitadas sobre los terrenos que restan de sustraer a la total superficie del polígono los terrenos destinados a dotaciones públicas. De este modo, el aprovechamiento urbanístico se convierte en el objeto principal de la reparcelación y el suelo necesario para emplazarlo pasa a la condición de elemento accesorio que se asigna y sigue al principal – el aprovechamiento urbanístico –. Así, en el régimen del TRLS/76, no se realiza a la hora de reparcelar una distinción explícita entre reparto de beneficios y de la carga de cesión: el reparto de la carga de cesión es el resultado o consecuencia indirecta del reparto de los aprovechamientos y de la asignación a éstos de los terrenos privados necesarios para su localización. 

En la Ley del Suelo de 1956 y su Reglamento de Reparcelaciones de 1966, por el contrario, el sistema, como ya hemos dicho, partía de la distinción entre reparto de beneficios, por un lado, y reparto de cargas, por otro, aunque la distinción que esta Ley hacía entre reparcelación motivada por desigual reparto de superficies edificables y reparcelación por desigual reparto de volúmenes edificables, obliga a realizar matizaciones:

Cuando se trataba de reparcelación por desigual atribución de superficies edificables, lo que era objeto principal del reparto era el suelo; el aprovechamiento urbanístico – en la relación de superficie construible por metro cuadrado de suelo que el Plan preveía – seguía a aquél, al suelo y así el artículo 81 LS/56 hablaba de “(...) exigir la reparcelación de unidad superior para que se atribuya a todos los propietarios la extensión proporcionada de terreno edificable y no edificable”– .

En este supuesto, la exclusión de una finca de la reparcelación implicaba una reducción del aprovechamiento de los propietarios no excluidos en cuanto tenían que ceder para viales y zonas verdes los terrenos que no cedía – por la exclusión – el propietario de la finca excluida sin poder materializar, en consecuencia, los aprovechamientos correspondientes a su superficie.
   

En el supuesto de reparcelación por desigual distribución de volúmenes el sistema de la LS/56 resultaba más parecido al del TRLS/76: se distribuían los volúmenes entre los propietarios no excluidos de la reparcelación y se le asignaban parcelas para emplazarlos. Sin embargo existía entre ambos sistemas una diferencia, que creemos fundamental en lo que al tratamiento de las edificaciones sobreedificadas respecta: mientras en el TRLS/76 se repartía toda la edificabilidad del polígono o área de reparto – la prevista y la existente – en el régimen de la Ley de 1956, solo se repartía la edificabilidad que no resultaba excluida de la reparcelación, normalmente solo la prevista. 

En cualquier caso, fueran cualesquiera las razones o intereses que hubieran determinado la exclusión de las parcelas en cuestión – intereses de los excluidos, de los no excluidos o de ambos – lo cierto era que la exclusión del reparto de beneficios en la LS/56 no llevaba consigo la exclusión en el reparto de cargas y así, ante  la imposibilidad, por la exclusión acordada, de contribuir en especie a las cesiones obligatorias, se sustituía esta forma de cumplimiento específico de la obligación por su cumplimiento por equivalencia, a través de la indemnización sustitutiva.

Pues bien, si en la LS/56 subsistía, no obstante la exclusión de fincas de la reparcelación, la obligación para sus propietarios de ceder los terrenos para viales y zonas verdes, substituida, en tales supuestos, por el equivalente económico de su valor, tal obligación desaparece en el TRLS/76, tanto para las fincas edificadas como para las no edificadas que se adjudican a sus primitivos propietarios, sustituyéndola, en caso de fincas sobreedificadas, por la de satisfacer el valor de la diferencia del aprovechamiento urbanístico que la parcela edificada materializa por encima del medio del sector o polígono, que corresponde a su propietario.

De este modo, no hay en el régimen del TRLS/76 un específico y directo reparto de la carga de cesión de terrenos, como ocurría, en el caso de fincas excluidas de la reparcelación, en la LS/56, sino que este reparto de la carga de cesión es resultado o consecuencia indirecta del reparto de los beneficios, de los aprovechamientos urbanísticos y de la localización de éstos en parcelas delimitadas sobre los terrenos aptos para la edificación privada. También de ahí que, mientras en el régimen de la LS/56 se distinguía por la doctrina
 entre costes o gastos de la urbanización – en los que se incluía el valor de los terrenos de cesión obligatoria – y coste o gasto de las obras de urbanización, en el RGU no se haga ninguna referencia al valor de los terrenos de cesión al tratar de los gastos de urbanización, refiriendo éstos, exclusivamente, a los de vialidad, saneamiento, suministro de agua y energía eléctrica, jardinería y arbolado, indemnizaciones debidas a propietarios y arrendatarios de edificios a demoler y las derivadas de destrucción de plantaciones, obras e instalaciones incompatibles con el Plan a ejecutar y, por último, el coste de los proyectos.

Esta obligación de satisfacer las compensaciones procedentes, en caso de adjudicación de las parcelas edificadas a sus primitivos propietarios, que establece el TRLS/76, en cuanto se concreta por el artículo 100 del RGU en obligación de satisfacer, como diferencias de adjudicación, los excesos de aprovechamientos a que nos venimos refiriendo no resulta coincidente, ni en su fundamento ni en su cuantía, con la que la LS/56 y RR/66 imponen a los propietarios excluidos de la reparcelación de compensar a los demás propietarios el equivalente económico de la obligación de cesión que les corresponda respecto de los terrenos destinados a viales y zonas verdes.

Es verdad que el equivalente económico de la obligación de cesión de los terrenos destinados a viales y zonas verdes en la LS/56 se determinaba, para las fincas edificadas, en función del aprovechamiento materializado en la parcela excluida, en cuanto que éste determinaba su valor a efectos de participación en las cargas de la ejecución, pero lo cierto es que, como ya hemos señalado, la concreta cuantía de la indemnización sustitutiva se determinaba en relación directa con la cantidad de superficie destinada a viales y zonas verdes valorada en la forma ya vista, señalada por el artículo 97.1 LS/56, sin que existiese coincidencia entre la indemnización sustitutiva y el valor del aprovechamiento materializado en la finca excluida, en exceso sobre el permitido por el planeamiento que se ejecutaba.

Por lo que al fundamento de las respectivas indemnizaciones se refiere, si el de la indemnización sustitutiva de la LS/56 era el de la contribución a la carga de las cesiones obligatorias, las indemnizaciones previstas en el artículo 100.2 RGU eran consecuencia de la introducción de la técnica del aprovechamiento medio y de la falta de una aplicación matizada de esta técnica en los casos de edificaciones existentes: si al fijar el aprovechamiento medio de los terrenos de un sector o polígono en función de las intensidades y usos globales – homogeneizados según sus valores relativos – señalados a los mismos, se excluyen los terrenos destinados a viales, parques y jardines públicos y demás servicios y dotaciones de interés general (artículo 12.2.2.2. b) TRLS/76), al aplicar esta técnica en el escalón de finca o parcela, refiriendo a la superficie de ésta el aprovechamiento medio del sector o polígono en que la misma se encuentre incluida, siempre resulta que la parcela a adjudicar a un determinado propietario para emplazar el aprovechamiento que le pertenezca, resultante de aquella multiplicación, contemplará ya la contribución del adjudicatario a la carga de cesión de terrenos para dotaciones públicas.  

Así, si en el sistema de la Ley del Suelo de 1956 se podía diferenciar claramente, en los casos de exclusión de fincas, el reparto de beneficios, por un lado, y el reparto de cargas por otro, sin que entraran a reparto los aprovechamientos de las fincas sobreedificadas, ni entraran tampoco sus titulares al reparto de los nuevos aprovechamientos creados por el Plan, en el TRLS/76 el reparto de beneficios y cargas se realiza, gracias a la técnica del aprovechamiento medio, en una operación única, en la que directamente se distribuyen entre los propietarios del polígono los aprovechamientos urbanísticos del mismo e indirectamente sus cargas; pero al repartirse todos los aprovechamientos – previstos y existentes – en función de la superficie o del valor urbanístico de la parcela – según se trate de suelo urbanizable o urbano – puede fácilmente resultar que las fincas edificadas materialicen, en proporción de su superficie de parcela, un mayor aprovechamiento que el que propone el aprovechamiento medio y en cuanto tal exceso priva a los demás propietarios de llegar a consolidar los derechos que el aprovechamiento medio les reconoce, el legislador, sin reconocer la incorporación de estos aprovechamientos al patrimonio de sus respectivos titulares, dispone que sean éstos los que compensen económicamente a los propietarios perjudicados en su derecho al aprovechamiento medio por el importe del aprovechamiento de que se ven privados.

La técnica del aprovechamiento medio establece una ecuación equidistributiva entre aprovechamiento urbanístico y superficie de suelo que lo emplaza y que es preciso mantener y que, en cuanto una parcela edificada la rompe, ha de ser compensada por el titular de ésta.

Por el contrario, la LS/56 establecía la ecuación entre superficie edificable o aprovechamiento urbanístico y superficie no edificable de cesión obligatoria: en la proporción de la primera debía producirse – en terrenos o en metálico equivalente – la contribución a la carga de cesión de terrenos para dotaciones públicas.

Se explica así, que en el sistema del TRLS/76, si la parcela –  edificada o no – no alcanza el aprovechamiento medio del sector o  polígono en que se encuentre – con el límite del 15 por 100 – su primitivo propietario, adjudicatario de la misma, resulte acreedor por el valor del aprovechamiento que falte para alcanzar el medio del ámbito, pero no deudor de contribución alguna a la carga de cesión de terrenos para dotaciones públicas. Tan solo resultara deudor en tal caso de los gastos de urbanización y de proyecto en proporción al valor de la finca adjudicada.

Por todo lo hasta aquí dicho, creemos que el concepto y principios de la reparcelación en la Reforma de la Ley del Suelo de 1975-1976 presenta notables diferencias con el de la Ley del Suelo de 1956 y que, frente a la opinión del profesor González Pérez, en el TRLS/76 y el RGU las fincas sobreedificadas – se ajusten o no al planeamiento a ejecutar – aún cuando se adjudiquen a sus primitivos propietarios, no se excluyen de la reparcelación, y ello porque descansando la reparcelación en el TRLS/76 sobre el reparto de los aprovechamientos del planeamiento, aún cuando no se produzca mutación dominical alguna, la edificabilidad que las parcelas sobreedificadas materializan se trae a la “masa del total aprovechamiento urbanístico real del polígono” y se “reduce” en cuanto excede de la “legítima urbanística” de su propietario – el aprovechamiento medio del sector o polígono en que la parcela se encuentra – sino en especie, si a metálico, por  disposición expresa del tan repetido artículo 100, apartados 1º y 2º RGU. 

En otras palabras, los propietarios de estas parcelas sobreedificadas, cuyo aprovechamiento urbanístico, generalmente, se encontrará ya incorporado al respectivo patrimonio, se ven privados – como consecuencia de la necesidad de satisfacer su importe – de una porción del mismo como consecuencia de la inclusión de su inmueble en un sector o polígono con un aprovechamiento medio inferior al materializado por la “edificación inoficiosa.”

Ahora bien, si el concepto y mecánica de la reparcelación en la reforma de la Ley del suelo de 1975-1976, supone una técnica más simple y depurada que el de la LS/56, la solución que aquella da al problema de las fincas sobreedificadas, que resulta de llevar la lógica del sistema a sus últimas consecuencias, nos parece inaceptable, extravagante y contradictoria con la propia norma y principios que la inspiran. Dos razones principales para esta afirmación.

III.2.D.b).- LAS COMPENSACIONES ECONÓMICAS DEL ARTICULO 100.2 RGU COMO CONTRARIAS A LA GARANTÍA FISCAL EN CUANTO MÍNIMO GARANTIZADO EN TODO CASO AL PROPIETARIO DEL SUELO.

Decíamos más arriba que el sistema de valoraciones en la Reforma de la Ley del Suelo de 1975-1976, descansaba sobre dos valores: inicial y urbanístico. En el supuesto de que el valor inicial resultara ser inferior al que constara en estimaciones públicas debidamente comprobadas prevalecía, de acuerdo con el artículo 104.5 TRLS/76 y 143 RGU, la más alta de las que concurran en el terreno. De ahí que García de Enterría y Parejo Alfonso
 afirmen, con relación al TRLS/76, que la relación “entre valoración urbanística y fiscal se establece aquí en términos que hacen de la segunda un mínimo garantizado en todo caso al propietario a la hora de la fijación del justiprecio urbanístico.” Pero no solo eso sino que “esta función de la estimación fiscal como valor mínimo garantizado en todo caso juega también respecto al valor urbanístico, pues el valor inicial juega a su vez, como límite de la tasación conforme al mismo, de modo que prevalece sobre el urbanístico cuando este sea inferior (art. 108, párrafo 2º, LS y 144 RG, inciso final).”
   

 Pues bien, entendemos que este mínimo fiscal, garantizado en todo caso al propietario de una parcela, alcanza no solo al importe de la propia valoración fiscal sino, también,  a todos los conceptos que la misma abarca, a la propia estructura compositiva del valor fiscal del bien.

“La valoración fiscal determinada a los efectos de la Contribución Territorial Urbana – señala Fernández Pirla – se regula por el Texto Refundido de la misma (Decreto 1.251/1966, de 12 de mayo – B.O.E. de 30 de mayo –) con las modificaciones introducidas por el Real Decreto-Ley 11/1979, de 20 de julio – B.O.E. 24 de julio –.

El valor catastral está constituido por el valor del suelo y, en su caso, de las construcciones, si estuviere edificado, afectada, su suma, por los dos índices siguientes:

a) A la inclusión en el valor de la construcción del importe de los honorarios de los profesionales que intervienen en la misma, a los gastos de su promoción (...).

b) Al aprovechamiento más idóneo del suelo.

El valor básico del suelo se deduce del rendimiento óptimo, según las condiciones de uso y volumen permitidas (permitidas lógicamente por el planeamiento urbanístico y, en su defecto, por la costumbre o utilización de hecho) y el coste de las construcciones necesarias para conseguirlo.”

Es el caso que, en lo que al aserto que defendemos importa, tratándose de fincas edificadas, la regla Diez de la O.M. de 22 de septiembre de 1982 por la que se aprueban las normas técnicas para determinar el valor catastral de los bienes de naturaleza urbana establece que “el valor del suelo en parcela edificada (SE) es el resultado de multiplicar la suma de las superficies construidas de cada local, incluida la parte proporcional de elementos comunes, por el correspondiente valor de repercusión en parcela (...)”. Este  principio se recoge igualmente en el R.D. 1020/1993 de 25 de junio por el que se aprueban las normas técnicas de valoración y el cuadro de valores del suelo y de las construcciones para determinar el valor catastral de los bienes inmuebles de naturaleza urbana, que en su norma 9 número 1 establece que “como norma general, el suelo, edificado o sin edificar, se valorará por el valor de repercusión definido en pesetas por metro cuadrado de construcción real o potencial, salvo en los casos siguientes, en que se podrá valorar por unitario (...).” Específicamente para las parcelas sobreedificadas el número 6 dispone que “Cuando se valoren parcelas cuya superficie realmente construida sea mayor que la que puede deducirse de la ponencia de valores como susceptible de edificarse, el valor de repercusión podrá aplicarse sobre dicha superficie realmente construida, con las correcciones que en su caso procedan.”

En la necesidad de interpretar conjuntamente y conjugar la citada Norma Diez de la O.M. de 22 de septiembre de 1982 con los preceptos contenidos en los artículos 105 TRLS/76 y 145 RGU, llegamos a la conclusión  de que los citados artículos se refieren a fincas no edificadas o subedificadas pero no a las sobreedificadas, respecto de las cuales la garantía del mínimo de la valoración fiscal – garantía que comprende, también, todos los conceptos que la valoración abarca y en los que, además, se basa  – obliga a reconocer a sus propietarios el aprovechamiento efectivamente materializado en la edificación existente si fuere mayor que la permitida por el Plan, esto es, el aprovechamiento medio del sector o polígono en el que la parcela sobreedificada estuviera emplazada.

Continuando con esta argumentación fácilmente se advierte la contradicción que supone obligar a los propietarios de estas fincas sobreedificadas a satisfacer, como diferencias de adjudicación, una indemnización por un aprovechamiento urbanístico que la misma Ley le reconoce y garantiza y que, además, en caso de necesidad de demolición les sería valorado y satisfecho como parte del justiprecio de su suelo.

III.2.D.c).- LAS COMPENSACIONES ECONÓMICAS DEL ARTICULO 100.2 RGU COMO CONTRARIAS AL REGIMEN INDEMNIZATORIO POR ALTERACIÓN DEL PLANEAMIENTO EN EL TRLS/76. 

El precepto del artículo 100.2 RGU choca también, en nuestra opinión, frontalmente, tanto con el régimen indemnizatorio por alteración de planeamiento recogido en el TRLS/76, como con el establecido en la  misma norma para los edificios en situación de fuera de ordenación.

Tras establecer el artículo 87.1 TRLS/76 que: “La ordenación del uso de los terrenos y construcciones enunciada en los artículos precedentes no conferirá derechos a los propietarios a exigir indemnización, por implicar meras limitaciones y deberes que definen el contenido normal de la propiedad según su calificación urbanística.” dispone el apartado 2º del mismo precepto para las alteraciones del planeamiento, que: “La modificación o revisión de la ordenación de los terrenos y construcciones establecida por los Planes Parciales, por los Planes Especiales y por los Programas de Actuación Urbanística solo podrá dar lugar a indemnización si se produce antes de transcurrir los plazos previstos para la ejecución de los respectivos Planes o Programas, o transcurridos aquéllos si la ejecución no se hubiere llevado a efecto por causas imputables a la Administración.

Por su parte, el artículo 60 TRLS/76, si bien no recoge expresamente el principio de que las situaciones de fuera de ordenación por cambio de planeamiento no serán indemnizables, no impone al propietario de tales edificaciones otras obligaciones que las que se contienen en el citado artículo “2º) No podrá realizarse en ellos obras de consolidación, aumento de volumen, modernización o incremento de su valor de expropiación, pero sí las pequeñas reparaciones  que exigieren la higiene, ornato y conservación del inmueble. 3º) Sin embargo, en casos excepcionales podrán autorizarse obras parciales y circunstanciales de consolidación (...).”

Así pues, hay que distinguir en punto a las alteraciones de planeamiento, entre las indemnizaciones por modificación de planeamiento propiamente dichas y el régimen de las construcciones en situación de fuera de ordenación.

 Para las primeras, como hemos visto, si la alteración de la ordenación de los terrenos y construcciones se produce antes de transcurrir los plazos previstos para la ejecución – incluyéndose aquí no solo la obra urbanizadora, sino, también, la edificación (STS de 5 de enero de 1990, RJ 330 y de 3 de marzo de 1992, RJ 1.774) – de los respectivos Planes o Programas, o transcurridos aquellos si la ejecución no se hubiera llevado a cabo por causas imputables a la Administración, habrá lugar a indemnización. Esta indemnización alcanzará, desde luego, a las “inversiones efectuadas” y “otros perjuicios que puedan justificarse” (STS de 3 de junio de 1987, RJ 5.923) y a los “gastos para la ejecución del planeamiento que devienen inútiles” (STS de 15 de noviembre de 1993, RJ 10.115), pero, en cuanto a la reducción del aprovechamiento urbanístico, solo incluirá este concepto, como señala la sentencia del Tribunal Supremo de  12 de mayo de 1987 (RJ 5.255), resumiendo con gran claridad y rigor conceptual
  la doctrina del Tribunal Supremo sobre esta cuestión, si el Plan ha llegado a “la fase final de realización.” 

El punto de partida  de la situación controvertida, dice esta sentencia,

“Es el del contenido del dominio en el suelo no urbanizable, aprovechamiento exclusivamente agrícola, ganadero o forestal. Dado que en tales supuestos no se establece indemnización alguna, artículo 87-1 del Texto Refundido, es claro que la ley de nada ha privado al propietario. Y, al propio tiempo, como tampoco añade nada al contenido natural de la propiedad, no se le imponen deberes especiales.


En cambio, en el suelo urbano y urbanizable se incorporan al derecho de propiedad contenidos urbanísticos artificiales que no están en la naturaleza y que son producto de la ordenación urbanística. No será justa esta adición de contenidos si se produjera pura y simplemente y por ello, como contrapartida, en tales supuestos se imponen importantes deberes, artículo 83-3 y 84-3 del Texto Refundido, cuyo cumplimiento exige un cierto lapso temporal dada la complejidad de su ejecución. Pues bien, sólo cuando tales deberes han sido cumplidos puede decirse que el propietario ha «ganado» los contenidos artificiales que se añaden a su derecho inicial.


No basta así, el Plan de detalle para atribuir un derecho derivado del destino urbanístico del suelo previsto en aquél. Tal derecho sólo se adquiere, sólo se patrimonializa, cuando el propietario, cumpliendo sus deberes, ha contribuido a hacer físicamente posible su ejercicio. Es evidente la conexión causal existente entre deberes, por un lado, y aprovechamiento urbanísticos, por otro. Sólo el cumplimiento de aquéllos confiere derecho a éstos.

Por ello, sólo cuando el plan ha llegado a «la fase final de realización», Sentencias de 29 de septiembre de 1980, 14 de junio de 1983, 10 de abril de 1985, se adquiere el derecho a los aprovechamientos urbanísticos previstos en la ordenación y sólo, por tanto, entonces la modificación del planeamiento implicaría lesión de un derecho ya adquirido, procediendo así la indemnización prevista en el artículo 87-2 cuyo contenido habría de fijarse en perfecta congruencia con los contenidos de los derechos de los que se ha visto privado el propietarios.”

Pues bien, tratándose de parcelas con construcciones conformes con el planeamiento urbanístico, pero sobreedificadas en relación con éste, entendemos que, de acuerdo con la anterior doctrina, sus titulares habrán patrimonializado el aprovechamiento urbanístico que aquéllas materializan, de tal modo que su inclusión en un sector o polígono con un aprovechamiento medio inferior al patrimonializado generará automáticamente un derecho indemnizatorio a favor de aquellos propietarios si como consecuencia de tal inclusión se ven privados, por imperativo del régimen de la reparcelación y de su articulo 100 RGU, de la diferencia de aprovechamiento que media entre el tipo del sector o polígono y el efectivamente patrimonializado.

Respecto de las parcelas con construcciones desordenadas y sobreedificadas en las que concurran las circunstancias del artículo 90 RGU es el régimen de la situación de fuera de ordenación el permite su subsistencia, con las limitaciones del artículo 60 TRLS/76, tendentes a impedir una prolongación artificial de la vida de la construcción.

Por lo que respecta a las alteraciones de planeamiento, la principal cuestión que se ha planteado en relación con las edificaciones preexistentes, disconformes con la nueva ordenación, ha sido la de si tal alteración provocaba o no una obligación indemnizatoria a cargo de la Administración actuante y a favor de los propietarios de tales edificaciones. Sobre esta cuestión tanto la legislación urbanística, como la doctrina jurisprudencial y científica, se han cuidado de precisar que las situaciones de fuera de ordenación, surgidas por el cambio de planeamiento, no dan lugar a indemnización; que el principio de los derechos adquiridos “queda satisfecho en estos casos con la consiguiente declaración de “fuera de ordenación” a que se refiere el artículo 60 TRLS/76, que viene a compensar los efectos lesivos de un cambio de ordenación apoyado en la defensa de los intereses generales.” (STS de 13 de enero de 1985, RJ 2.186); en fin, que, como hemos visto señala Cuerno Llata, las limitaciones que impone la situación de fuera de ordenación no implican ablación expropiatoria de derechos patrimonializados, ni una afección sustancial y directa del derecho de propiedad, sino mera limitación o transformación del derecho, en atención a un interés público superior, en razón a su función social y que, como tales, no generan derecho a indemnización.

Así las cosas, provoca cierta perplejidad que si la cuestión fundamental, alrededor de la cual se ha construido la doctrina de la situación de fuera de ordenación, es la de si el titular de la finca desordenada ha de recibir o no indemnización por la alteración del planeamiento que coloca su inmueble en esa situación, venga el artículo 100.2 RGU a imponer precisamente al titular de esta misma finca, cuando se encuentra sobreedificada respecto del nuevo Plan, la obligación de pagar por el exceso de aprovechamiento que la repetida finca materializa sobre el medio del sector o polígono en que se emplaza.

Todas estas razones ponen en entredicho, también, la reparcelación simplemente económica regulada en los artículos 125 TRLS/76 y 74 RGU: “Procederá también la indemnización sustitutoria entre los afectados – dispone el artículo 125.2 TRLS/76 – cuando por las circunstancias de edificación en una actuación urbanística no fuere posible llevar a cabo la reparcelación material de los terrenos de toda o parte de la misma, superior a un 50 por 100 de la superficie afectada.” Disponen, por su parte, los artículos  74 y 116 RGU  que cuando, conforme al artículo 125.2 de la Ley del Suelo, más del 50 por 100 de la superficie edificable de un polígono o unidad de actuación se halle edificado conforme al Plan, la reparcelación limitará sus efectos a la determinación de las indemnizaciones sustitutorias que procedan entre los afectados.

Estas indemnizaciones en cuanto persiguen compensar, como diferencias de adjudicación, los excesos de aprovechamientos urbanísticos, sobre el medio del polígono, pretendidamente atribuidos en la reparcelación a los propietarios de edificaciones sobreedificadas que se encuentren en las situaciones contempladas en los artículos 89 y 90 RGU, se prestan a todos y cada uno de  reparos de legalidad que hemos visto para el tan repetido artículo 100.2 RGU, provocando, en consecuencia, la duda sobre la aplicabilidad de los preceptos vistos reguladores de esta reparcelación simplemente económica. Como seguidamente veremos, el TRLS/92 – quizá por considerar a ésta una mera especialidad de la reparcelación ordinaria que no merece un tratamiento diferenciado – prescindirá de estos preceptos dejando subsistente únicamente el artículo 116 RGU.


Por último, como otro elemento más a añadir a esta reflexión, nos proponemos, ahora, analizar como se concreta y que consecuencias tiene en el caso a que nos hemos referido inicialmente de las “Cocheras del Metro de la plaza de Cuatro Caminos en Madrid” así como en la reparcelación simplemente económica que acabamos de ver, la aplicación de los regímenes de la reparcelación, hasta ahora examinados, de la LS/56 y RR/66, por un lado y el TRLS/76 y RGU, por otro.

III.2.D.d).- LA REPARCELACIÓN DEL ÁMBITO DE “LAS COCHERAS DEL METRO DE CUATRO CAMINOS” CONFORME A LA LS/56 Y RR/66.

En el sistema de 1956 el procedimiento a seguir para esta reparcelación se iniciaría con la valoración de las parcelas integrantes del área de reparto, conforme a la situación urbanística inmediatamente anterior al planeamiento que se ejecute: las parcelas edificadas, como mínimo, conforme al artículo 92. c) LS/56, por el volumen máximo de lo ya construido; los demás terrenos por su valor urbanístico conforme al anterior Plan, esto es, por el coeficiente que proceda, de los aprobados por decreto de 25 de agosto de 1956, fijados en función de la naturaleza y grado de urbanización, en relación con el coste previsible de la edificación permitida en ellos por el Plan inmediatamente anterior, o por el valor comercial, si éste fuera superior al urbanístico.

Así las cosas, si, como es probable, el anterior Plan fijaba a los terrenos no edificados un aprovechamiento urbanístico muy inferior al de los construidos – tanto por la anterior clasificación urbanística de terrenos dotacionales privados, como porque, en otro caso, aquéllos, previsiblemente, habrían sido edificados – los propietarios de los edificados tendrían una mayor participación, en relación con la superficie de su parcela, en los beneficios y cargas de la actuación que los de los no edificados. 

Desconociendo la edificabilidad que a la parcela de las “Cocheras del Metro” atribuía el planeamiento inmediatamente anterior al que ahora se trata de ejecutar, examinaremos el caso fijando aleatoriamente para el ejemplo un aprovechamiento urbanístico medio materializado por los terrenos edificados cinco veces superior al atribuido por el Plan anterior a los terrenos no edificados (adviértase que la proporción con relación al aprovechamiento tipo del plan actual a ejecutar es de es de 3,320 [5,7513
/1,732
 ])

Queremos precisar también que, en cuanto a la valoración de los terrenos destinados a viales y zonas  verdes fijada a los efectos de la indemnización sustitutiva del régimen de la reparcelación de 1956 se considera ya minorado por el importe de las obras de urbanización que deban abonar los propietarios.

Así tenemos:

PLANEAMIENTO INMEDIATAMENTE ANTERIOR.

Parcelas edificadas

Superficie de las parcelas edificadas....................................................... 2.799 m2.                                       

Aprovechamiento urbanístico de las parcelas edificadas.....................16.098 m2.
Valor urbanístico de las parcelas edificadas.

(Partiremos de un valor urbanistico de repercusión en

 suelo, uniforme para todo el ámbito, de 40.000 Ptas./m2).

Luego, 16.098 x 40.000 Ptas./m2....................................................643.920.000 Ptas. 
 

Parcelas no edificadas

Superficie de las parcelas no edificadas................................................. 29 531 m2.                                       

Aprovechamiento urbanístico medio de las parcelas no edificadas.

[(16.098 m2c./ 2.799 m2) / 5]
....................................................... 1,1502 m2t./m2s.
Aprovechamiento urbanístico total de las parcelas no edificadas.

29.531 m2 x 1,1502 m2c./m2s...................................................................33.966 m2.
Valor urbanístico de las parcelas no edificadas.

(Valor urbanístico de repercusión en  suelo, 

uniforme para todo el ámbito, de 40.000 Ptas./m2).

Luego, 33.966 m2 x 40.000 Ptas./m2.......................................1.358.640.000 Ptas. 


Valor total de las parcelas del ámbito conforme al planeamiento inmediatamente anterior al Plan a ejecutar.......................................................................2.002.560.000 Ptas.        

Participación de las parcelas

 edificadas en el valor total del ámbito...................32 % = 17.918 m2 construibles.
Participación de las no edificadas

 en el valor total del ámbito......................................68% = 38.042 m2 construibles.
Obviamente en este caso sería procedente la reparcelación, pues de acuerdo con el artículo 81.1 LS/56 resultan destinados a viales, jardines y zonas verdes terrenos de la Compañía Metropolitana en proporción de más de un sexto con la superficie que le pertenece respecto de las parcelas edificadas  y a la total del polígono.

NUEVO PLANEAMIENTO A EJECUTAR.

De los datos de la ficha del ámbito resulta que el aprovechamiento urbanístico a situar en las parcelas no edificadas de la Compañía del Metro de Madrid sería de 39.896 m2 construibles.

Resulta, por tanto, procedente, también, la exclusión de las parcelas edificadas por cuanto si no se diera tal exclusión, los propietarios de las parcelas edificadas, no obstante su pequeña superficie, tendrían derecho a 1.854 m2 de superficie construible (39.896-38.042 = 1.854 m2 construibles) de los 39.896 citados, así como al terreno necesario para emplazarla.

En tal supuesto de exclusión, los propietarios de los terrenos edificados no resultarían afectados en sus titularidades, ni en sus aprovechamientos, pero sí tendrían que participar de en los gastos de urbanización y, además, en las cargas de cesión de terrenos viales y para parques y jardines en un 32% del valor de los citados terrenos; valor que para el metro cuadrado de suelo, conforme al artículo 97.1 LS/56, sería el resultado de dividir el valor urbanístico o comercial de todas las parcelas del polígono – 2.002.560.000 Ptas. (1.358.640.000 Ptas. + 643.920.000 Ptas.) – entre los 32.330 m2 de superficie total del área; cociente del que resulta un valor para el metro cuadrado de suelo para viales de 61.941 Ptas. En total para los 16.000 m2 que, simplificando, tomamos de la ficha como previstos para viales y zonas verdes, 991.059.690 Ptas.; para los propietarios de las parcelas edificadas: 327.139.100 Ptas. y por propietario de las, aproximadamente, 120 viviendas de las dos edificaciones existentes: 2.726.159 Ptas. como contribución, en forma de indemnización sustitutiva, a la carga de cesión de terrenos viales y para zonas verdes.

III.2.D.e).- LA REPARCELACIÓN DEL POLÍGONO CONFORME AL TRLS/76 Y  RGU.
En el régimen del TRLS/76 la operación reparcelatoria comienza por la determinación del aprovechamiento medio de polígono. En el presente caso y para la simplificación del ejercicio tomaremos como coeficiente de homogeinización la unidad y como los aprovechamientos lucrativos ya han sido fijados en su cuantía total – 55.994 m2c. (39.896 m2c.+16.098 m2c.) – la operación consistirá en dividir esta cantidad entre la superficie total del polígono – 32.330 m2 –, de la que resulta un aprovechamiento medio de 1,40 (realmente de esta operación debería resultar la cifra que, como aprovechamiento tipo, se fija en la ficha de características del ámbito: 1,732 m2c./m2s.. La diferencia obedece a las dotaciones públicas preexistentes en el ámbito, de las que, para simplificar el caso propuesto, hemos prescindido).

Pues bien, la aplicación de la técnica del aprovechamiento medio a escalón de parcela supone aplicar éste a la superficie de las respectivas fincas del polígono. De donde:

Derechos de los propietarios de las parcelas edificadas:

 1.40 m2c./m2s. x 2.799 m2 de superficie de parcelas = 3.918 m2c.
Tratándose de parcelas edificadas, cuyas construcciones se ajustan a la nueva ordenación a ejecutar, no serán objeto de demolición – aún cuando superan con exceso el 15 por 100 del aprovechamiento a que tienen derecho sus propietarios; límite que el artículo 90 RGU fija, entre otros, para permitir la subsistencia de las edificaciones en situación de fuera de ordenación – sino que, de acuerdo con los artículos 99.3 TRLS/76 y 89 RGU, se adjudicarán a sus primitivos propietarios , sin perjuicio de la regulación de linderos y de las compensaciones económicas que procedan.

Las compensaciones económicas, de acuerdo con el artículo 100. 1 y 2 RGU, serán las indemnizaciones que, como diferencias de adjudicación, se incluirán en la cuenta de liquidación por los excesos de aprovechamiento – sobre el medio del polígono que se constituye así en único derecho de los titulares de las parcelas edificadas – de las edificaciones preexistentes que, a consecuencia de su adjudicación a sus primitivos propietarios, la Ley les considera atribuidos.

Tendríamos así:

Aprovechamientos atribuidos en exceso a los propietarios de fincas edificadas:
12.180 m2c. (16.098 m2c. – 3918 m2c.).

Valor de estos excesos de aprovechamiento.

487.200.000 Ptas. (12.180 m2c. x 40.000 Ptas.) 

Indemnización correspondiente a cada uno de los propietarios de las, aproximadamente, 120 viviendas de las parcelas construidas. 

487.200.000 Ptas. / 120 v. = 4.060.000 Ptas.
Estos propietarios no tendrán que realizar ninguna contribución económica sustitutiva a la carga de cesión de terrenos para dotaciones públicas; sí a los gastos de urbanización y de proyectos en proporción al valor de las fincas resultantes – esto es, en proporción al aprovechamiento materializado o a materializar en cada una de las fincas resultantes – y, obviamente una indemnización de 4.060.000 Ptas. por cada una de las, aproximadamente 120 viviendas de los edificios preexistentes en concepto  de diferencia de adjudicación 
Del ejemplo propuesto se deduce que las indemnizaciones económicas debidas en el sistema de la Ley del 56, lo son como contribución a las zonas verdes y viales que se crean en el ámbito y se fijan en proporción a la superficie de estas zonas y a la entidad  de los derechos de los contribuyentes. En cambio, en el régimen de la Reforma de 1975-1976 las indemnizaciones son debidas como compensación de un aprovechamiento urbanístico materializado por una edificación que se considera atribuido en la reparcelación y en exceso sobre los derechos de su titular y que, por tanto, debe ser satisfecho por éste. En consecuencia, si en el régimen de la Ley del Suelo de 1956 la indemnización sustitutiva guarda relación directa con las superficies destinadas a dotaciones públicas en el polígono, en el sistema de la Reforma de 1975-1976 no existe esta relación directa. La relación se establece con los terrenos susceptibles de edificación privada de tal modo que una reducción de zonas verdes puede tener una incidencia nula en la indemnización compensatoria del artículo 100.2 RGU o decisiva, según que los terrenos que se corresponden con esa reducción de dotaciones públicas incrementen los suelos no edificados o los sí edificados.

 En principio, la circunstancia de que las superficies públicas del polígono aumenten o disminuyan no afecta al aprovechamiento medio del mismo, siempre que el polígono permanezca inalterado en su total superficie. No obstante esta reducción de superficies públicas, como ya hemos dicho y enseguida veremos, puede no influir o, por el contrario, influir decisivamente en las compensaciónes a satisfacer por las edificaciones sobreedificadas. Veamos un ejemplo:

Si la superficie destinada a viales y zonas verdes en el ámbito que nos ocupa se redujera a 5.000 m2 tendríamos que la indemnización sustitutiva de las parcelas edificadas en el sistema de la Ley de 1956 se reduciría a 99.105.600 Ptas. (32% de 309.705.000 Ptas.
) y para cada uno de los propietarios que hemos considerado de las 120 viviendas preexistentes se reduciría a una media de 825.880 Ptas.

En el régimen de la Ley del 76 hay que distinguir a que superficie – edificada o no edificada – se incorpora la superficie reducida, sustraída al uso público.

Así, si estos 5.000 m2 de superficie que, para este ejemplo, sustraemos al uso público los incorporamos a los terrenos no edificados tendremos:

Derechos de los propietarios de las parcelas edificadas:

 1.40 x 2.799 m2 de superficie de parcelas = 3.918 m2c.
Aprovechamientos atribuidos en exceso a los propietarios de fincas edificadas:
12.180 m2c. (16.098 m2c. – 3918 m2c.).

Valor de estos excesos de aprovechamiento.

487.200.000 Ptas. (12.180 m2c. x 40.000 Ptas.) 

Indemnización correspondiente a cada uno de los propietarios de las, aproximadamente, 120 viviendas de las parcelas construidas. 

487.200.000 Ptas. / 120 v. = 4.060.000 Ptas.
Comprobamos así que si la reducción de superficie pública propuesta no se corresponde con una mayor superficie de las fincas sobreedificadas las compensaciones económicas de los propietarios de éstas, en el régimen de la ley de 1976, no sufren variación alguna. 

Si, por el contrario, estos 5000 m2 de superficie minorados a la superficie pública resultaran pertenecientes a las parcelas edificadas tendríamos:

Derechos de los propietarios de las parcelas edificadas:

 1.40 x 7.799 (2.799 + 5000) m2. de superficie de parcelas = 10.918 m2c.
Aprovechamientos atribuidos en exceso a los propietarios de fincas edificadas:
5.180 m2c. (16.098 m2c. – 10.918 m2c.).

Valor de estos excesos de aprovechamiento.

207.200.000 Ptas. (5.180 m2c. x 40.000 Ptas.) 

Indemnización correspondiente a cada uno de los propietarios de las, aproximadamente, 120 viviendas de las parcelas construidas. 

207.200.000Ptas. / 120 v. = 1.726.666 Ptas.
Se valida así la hipótesis propuesta anteriormente: si bien la mayor o menor superficie de zonas verdes previstas en un polígono no influye en el aprovechamiento promediado del mismo, cuando el total aprovechamiento lucrativo del ámbito está determinado de una manera concreta para éste – no, obviamente, cuando se fijan por intensidades de uso para cada zona, en cuyo caso, por imperativo del artículo 12.2.2.2 b) TRLS/76, hay que excluir las superficies destinadas a dotaciones públicas –, las compensaciones económicas procedentes, como diferencia de adjudicación, por los excesos de aprovechamiento de las fincas sobreedificadas en el polígono, varían en relación directa, no tanto con los aprovechamientos urbanísticos materializados por éstas, que son los que, en definitiva,  determinan el valor de su suelo, sino con las superficies de las parcelas que emplazan estas edificaciones preexistentes, De este modo dos edificaciones de tipología cerrada idénticas en aprovechamiento urbanístico pueden resultar, en un mismo polígono, una subedificada y otra sobreedificada por la circunstancia de que el patio trasero de las primera sea mayor que el de la segunda. El problema, claro es, no estriba tanto en que esto sea así, como en el factor de ponderación que en el régimen de la Ley de 1976 se atribuye, en todo caso – sin distinguir tipologías edificatorias – a estas superficies no ocupadas por la construcción en las parcelas edificadas preexistente y, sobre todo, en que ello implica, en nuestra opinión, que en este régimen no cabe hablar de exclusión de la reparcelación de las fincas edificadas preexistentes pues éstas aunque se adjudiquen a sus primitivos propietarios y no entren a reparto material si entran al reparto económico de los aprovechamientos que incorporan, que en la Reforma de 1976-1977 es lo que, como elemento principal, se reparte, pasando a la condición de accesorio el terreno necesario para emplazar el aprovechamiento urbanístico adjudicado.  

III.2.D.f).- VARIABLES DETERMINANTES EN LA REPARCELACIÓN ECONÓMOCA: ALGUNOS EJEMPLOS PRÁCTICOS.

 A propósito de la reparcelación simplemente económica, de la que vamos a tratar ahora, proponemos una serie de ejemplos que pretenden poner de manifiesto las variables que diferencian los regímenes de la reparcelación para las edificaciones preexistentes en la LS/56 y en el TRLS/76 y sus respectivos Reglamentos.

 Por lo pronto, hay que distinguir entre polígonos en suelo urbanizable y polígonos en suelo urbano. La reparcelación simplemente económica parece propia del suelo urbano, pues resultaría muy extraño encontrarnos en suelo urbanizable con un polígono edificado en más del 50 por 100 de su superficie y en el que, además, dichas edificaciones estén llamadas a permanecer. Esto tiene importancia porque en el suelo urbanizable al fijarse el aprovechamiento medio con referencia a un sector – ámbito más amplio que el del polígono y generalmente compuesto por más de uno de éstos – las parcelas que resultasen sobreedificadas tendrían menos peso en la determinación del aprovechamiento medio y, en consecuencia, una menor incidencia para una elevación de éste que pudiera determinar una reducción del exceso de aprovechamiento a indemnizar por sus titulares. Por el contrario, tratándose de polígonos de suelo urbano, la mayor cantidad de fincas que a la postre resulten en éstos sobreedificadas provoca, en términos generales, un aprovechamiento medio próximo al que materializan estas edificaciones preexistentes sobreedificadas – siempre que no existan grandes diferencias de aprovechamiento entre las mismas – de tal modo que las indemnizaciones, como diferencias de adjudicación, por diferencias de aprovechamiento, se reducen de manera considerable, sin obligación por parte de los propietarios de las fincas sobreedificadas de contribuir a las cesiones de terrenos para dotaciones públicas. Veamos algunos ejemplos:

Si el mismo polígono del que venimos hablando, de 32.330 m2 de superficie, se encontrara edificado en un 60 por 100, con edificaciones de tipología cerrada, con una edificabilidad total de 85.000 m2c. con  previsión de un vial y una zona verde sobre una superficie vacante de 6.400 m2, de propietarios diferentes a los de las parcelas edificadas  y sobre los 6.532 m2 de superficie restante una edificación exenta de 15.000 m2c, grafiada en los planos de la nueva ordenación,  tendríamos:      

En el sistema de la LS/56,
 las parcelas edificadas quedarían excluidas de la reparcelación, no participarían, obviamente, en los aprovechamientos creados por el nuevo plan – edificio exento de 15.000 m2 de superficie construible – y vendrían obligadas a contribuir a la carga de cesión y apertura del nuevo vial en, aproximadamente, el 85% del valor del suelo, calculado conforme al artículo 97.1 LS/56, esto es, 673.058.560 Ptas. (100.000 m2c. x 40.000 Ptas./32.330 m2 = 123.724 Ptas./m2; 123.724 Ptas./m2 x 6.400 m2 = 791.833.600 Ptas.; 791.833.600 Ptas. x 85%). Para cada una de las, aproximadamente 630 viviendas preexistentes: 1.068.346 Ptas.. Además de los gastos de urbanización y proyecto a prorrata del valor de las fincas iniciales.     
En el sistema del TRLS/76, el aprovechamiento medio del polígono sería 3,1 m2c./m2s. (100.000 m2/32.330 m2). El derecho de los propietarios de las fincas edificadas sería de 60.139 m2 construibles (19.398 m2 x 3,1 m2c./m2s.) . En consecuencia, vendrían éstos obligados a abonar como diferencias de adjudicación, por excesos de aprovechamiento, el valor de 24.861 m2c. (85.000 m2c. – [19.398 m2
x 3,1 m2c./m2s.]), esto es 994.440.000 Ptas.; aproximadamente 1.578.476 Ptas. por cada una de las, aproximadamente, 630 viviendas preexistentes. Además de los gastos de urbanización y proyecto a prorrata del valor de las fincas resultantes de la reparcelación.

Veamos ahora el caso de este mismo polígono, de 32.330 m2 de superficie, edificado en un 75 por 100, con edificaciones de tipología cerrada, con una edificabilidad total de 85.000 m2c. con  previsión del mismo vial y zona verde sobre una superficie vacante de 6.400 m2 y sobre los 1.683 m2 de superficie restante dos edificaciones que cierran las dos manzanas en que se ordena el polígono con 15.000 m2c, grafiadas en los planos de la nueva ordenación, tendríamos:      

En el sistema de la LS/56, las parcelas edificadas, excluidas de la reparcelación, no participarían en los aprovechamientos creados por el nuevo plan – dos edificaciones de tipología cerrada de 15.000 m2 de superficie construible – y vendrían obligadas a contribuir a la carga de cesión y apertura del nuevo vial en, aproximadamente, el 85% del valor del suelo, calculado conforme al artículo 97.1 LS/56, esto es, 673.058.560 Ptas. (100.000 m2c. x 40.000 Ptas./32.330 m2 = 123.724 Ptas./m2; 123.724 Ptas./m2 x 6.400 m2 = 791.833.600 Ptas.; 791.833.600 Ptas. x 85%). Para cada una de las, aproximadamente, 630 viviendas preexistentes: 1.068.346 Ptas.. Además de los gastos de urbanización y proyecto a prorrata del valor de las fincas iniciales.     
Esto es, la misma cantidad que en el caso anterior. Sin embargo, 

En el sistema del TRLS/76, el aprovechamiento medio del polígono sería el mismo que en el caso anterior: 3,1 m2c./m2s. (100.000 m2/32.330 m2). El derecho de los propietarios de las fincas edificadas sería de 75.166 m2 construibles (24.247 m2 x 3.1 m2c./m2s.). En consecuencia, vendrían éstos obligados a abonar como diferencias de adjudicación, por excesos de aprovechamiento, el valor de 9.834 m2c. ( 85.000 m2c. – [24.247 m2
x 3,1 m2c./m2s.]), esto es 393.360.000 Ptas.; aproximadamente 624.381 Ptas. por cada una de las, aproximadamente, 630 viviendas preexistentes. Además de los gastos de urbanización y proyecto a prorrata del valor de las fincas resultantes de la reparcelación.     
Si el mismo polígono, edificado en un 75 por 100 con edificaciones de tipología cerrada y la misma edificabilidad total de 85.000 m2c, la superficie para vial y zona verde se reduce a 1500 m2, permaneciendo la previsión de las mismas edificaciones cerradas, para completar las manzanas, de 15.000 m2 de superficie construible, ahora sobre una parcela de 6.583 m2 de superficie, tendríamos:      

En el sistema de la LS/56, las parcelas edificadas serían excluidas de la reparcelación, no participarían en los aprovechamientos creados por el nuevo plan – dos edificaciones de tipología cerrada de 15.000 m2 de superficie construible – y vendrían obligadas a contribuir a la carga de cesión y apertura del nuevo vial en, aproximadamente, el 85% del valor del suelo, calculado conforme al artículo 97.1 LS/56, esto es, 157.748.100  Ptas. (100.000 m2c. x 40.000 Ptas./32.330 m2 = 123.724 Ptas./m2; 123.724 Ptas./m2 x 1.500 m2 = 185.586.000 Ptas.; 185.586.000 Ptas. x 85%). Para cada una de las, aproximadamente 630 viviendas preexistentes: 250.394 Ptas. Además de los gastos de urbanización y proyecto a prorrata del valor de las fincas iniciales.     
En el sistema del TRLS/76, el aprovechamiento medio del polígono sería el mismo que en el caso anterior: 3,1 m2c./m2s. (100.000 m2/32.330 m2). El derecho de los propietarios de las fincas edificadas sería de 75.166 m2 construibles (24.247 m2 x 3.1 m2c./m2s.). En consecuencia, vendrían éstos obligados a abonar como diferencias de adjudicación, por excesos de aprovechamiento, el valor de 9.834 m2c. ( 85.000 m2c. – [24.247 m2
x 3,1]), esto es 393.360.000 Ptas.; aproximadamente 624.381 Ptas. por cada una de las, aproximadamente, 630 viviendas preexistentes. Además de los gastos de urbanización y proyecto a prorrata del valor de las fincas resultantes de la reparcelación.     
Esto es, la misma cantidad que en el caso anterior. 

Un último supuesto, si el polígono se encontrara edificado en un 87 por 100 con la tipología dicha, una edificabilidad de 85.000 m2c.,  previsión de vial sobre una superficie vacante de 1.500 y, sobre los 3.703 m2 de superficie restante, dos edificaciones que cierran las dos manzanas del polígono con 15.000 m2 de superficie construible, tendríamos:      

En el sistema de la LS/56, las parcelas edificadas, excluidas de la reparcelación, no participarían en los aprovechamientos correspondientes a estos nuevos edificios, viniendo obligados sus propietarios a contribuir a la carga de cesión y apertura del nuevo vial en, aproximadamente, el 85 por 100 del valor del suelo, calculado conforme al artículo 97.1 LS/56, esto es, 157.748.100 Ptas. (100.000 m2c. x 40.000 Ptas./32.330 = 123.724 Ptas/m2; 123.724 Ptas/m2. x 1.500 m2 = 185.586.000 Ptas.; 185.586.000 Ptas. x 85%). Para cada una de las, aproximadamente 630 viviendas preexistentes: 250.394 Ptas. Además de los gastos de urbanización y proyecto a prorrata del valor de las fincas iniciales.     
La misma cantidad que en el supuesto inmediatamente anterior. Sin embargo,
En el sistema del TRLS/76, el aprovechamiento medio del polígono sería 3,1 m2c./m2s. (100.000 m2/32.330 m2). El derecho de los propietarios de las fincas edificadas sería de  87.193 m2 construibles (28.127 m2 x 3.1 m2c./m2s.). En consecuencia, tendrían derecho éstos, en este supuesto, a percibir como diferencias de adjudicación, por defectos de aprovechamiento, el valor de 2.193 m2c. ( 85.000 m2c. – [28.127 m2
x 3.1 m2c./m2s.]), esto es 87.700.000 Ptas.; 139.206 Ptas. cada una de las, aproximadamente, 630 viviendas preexistentes. Los propietarios de las fincas edificadas, en este caso, permanecen en la propiedad de sus parcelas edificas, no contribuyen a las cesiones ni en especie, ni en forma de indemnización sustitutiva, perciben, por el contrario, una indemnización por el aprovechamiento de que se ven privados como consecuencia de la menor intensidad de uso en sus fincas con relación a la que adquieren los propietarios de fincas inedificadas y, por ultimo,  solo contribuyen a la carga de los gastos de urbanización y proyecto a prorrata del valor de las fincas resultantes de la reparcelación.

De todos los ejemplos anteriores se desprende con bastante claridad que en el sistema de la Ley del Suelo de 1956 y su Reglamento de Reparcelaciones, las indemnizaciones sustitutivas en contribución a la carga de cesión obligatoria de terrenos destinados a viales y zonas verdes, en caso de exclusión de la reparcelación de fincas edificadas, se determina en función de la superficie edificada en éstas – que determina su valor relativo en el polígono y su participación en cargas – y las superficies de terrenos de cesión obligatoria para uso público de viales y zonas verdes, valoradas en la forma prevista por el artículo 97.1 LS/56.

Por el contrario, en la Reforma de 1975-1976 las indemnizaciones debidas por los propietarios de las fincas sobreedificadas – o de las que resultaren acreedores los de las fincas subedificadas – en la cuenta de liquidación, como diferencias de adjudicación, por los excesos – o defectos – de aprovechamiento urbanístico respecto del medio del polígono – o sector, en su, improbable, caso – lo son en relación directa con las superficies destinadas a la edificación privada. La incidencia de la edificación existente sobre las indemnizaciones económicas por excesos – o defectos de aprovechamiento – es en el sistema de 1975-1976 menos directa que la que tiene en la determinación de la indemnización sustitutiva para la contribución a la carga de cesión el régimen de 1956. En el TRLS/76 la edificación existente se suma a los aprovechamientos del nuevo Plan para determinar el aprovechamiento medio y ahí – y en constituirse el aprovechamiento materializado por la edificación preexistente en límite a partir del cual, o hasta el cual, se produce una obligación de satisfacer, o un derecho a percibir, una indemnizacion por exceso o defecto de aprovechamiento – se acaba su incidencia.

 No obstante como ya hemos apuntado, la mayor superficie, resultante a la postre sobreedificada, en un concreto polígono otorga a ésta un mayor peso en la determinación de su aprovechamiento medio y, en consecuencia, una mayor incidencia de ésta para una elevación de aquel – el aprovechamiento medio – que pudiera determinar una reducción del exceso de aprovechamiento a indemnizar por sus titulares: la mayor cantidad de fincas que a la postre resulten en éstos sobreedificadas en un polígono provoca, en términos generales, un aprovechamiento medio próximo al que materializan estas edificaciones preexistentes sobreedificadas – siempre que no existan grandes diferencias de aprovechamiento entre las mismas – de tal modo que las indemnizaciones, como diferencias de adjudicación , por diferencias de aprovechamiento, se reducen de manera considerable, sin obligación por parte de los propietarios de las fincas sobreedificadas de contribuir a las cesiones de terrenos para dotaciones públicas.     
III. 3.- LA LEY 8/1990, DE 25 DE JULIO, SOBRE REFORMA DEL RÉGIMEN URBANÍSTICO Y VALORACIONES DEL SUELO Y EL TEXTO REFUNDIDO DE LA LEY SOBRE RÉGIMEN DEL SUELO Y ORDENACIÓN URBANA APROBADO POR REAL DECRETO LEGISLATIVO 1/1992, DE 26 DE JUNIO.

La Ley sobre reforma del Régimen Urbanístico y Valoraciones del Suelo
 pretendió, como señala su exposición de motivos, en el ámbito de las competencias constitucionales del Estado, modificar el régimen hasta aquel momento vigente sobre los derechos y deberes de los propietarios del suelo afectado por el proceso de urbanización y edificación, si bien limitándose a la fijación de las condiciones básicas que asegurasen la igualdad de todos los españoles en el ejercicio de los mencionados derechos y deberes.

Al definir estas condiciones básicas del derecho de propiedad la Ley – prosigue la exposición de motivos – desarrolla principios ya consagrados en el sistema vigente, pero sin el grado de coherencia exigible a la hora de su concreción.

El esquema de la LRRU parte del reconocimiento a toda propiedad inmueble, como inherente a ella, de un valor que refleje solo su rendimiento, real o potencial, rústico, sin consideración alguna a su posible utilización urbanística. Las plusvalías imputables sólo a la clasificación y calificación urbanísticas y, consecuentemente, a los aprovechamientos resultantes derivan del planeamiento, habiendo de darse, en todo caso, cumplimiento al precepto constitucional, según el cual “la Comunidad participará en las plusvalías que genere la acción urbanística de los entes públicos”.

El nuevo esquema, ideado para contribuir a la disminución de las tensiones especulativas y facilitar una mayor intervención administrativa en el mercado del suelo, descansaba en los siguientes fundamentos:

1) El planeamiento confiere solo una aptitud inicial para la edificación de un terreno; el derecho consolidado se alcanzaba en una parte (la restante corresponde a la colectividad), tras cubrir determinadas fases que tienden a garantizar la efectividad del principio equidistributivo.

2) La diferenciación, definición y fijación de los requisitos para la adquisición y extinción de las diversas facultades que gradualmente incorpora el dominio, en correspondencia con el proceso de ejecución del planeamiento: derecho a urbanizar, derecho al aprovechamiento urbanístico, derecho a edificar y derecho a la edificación.

 
3) La valoración de estas facultades en función de los aprovechamientos  urbanísticos tenía lugar solamente cumplidos que fueran los derechos de cesión equidistribución y urbanización en los plazos fijados, pues antes de ese momento dichos aprovechamientos aún no se habían adquirido.


4) En materia de valoraciones, la legislación y ordenación urbanística limitaban su cometido a suministrar sólo los aprovechamientos  susceptibles de adquisición, correspondiendo la valoración de éstos a las normas fiscales.


5) En materia de equidistribución, si bien no reconocía la Ley un derecho pleno a ésta, se extendía su efectividad a los suelos clasificados como urbanos y lo generalizaba en las zonas de nueva urbanización excluidas las de eventual urbanización o no programadas.

   
III.3.A.- LA REPARCELACIÓN Y LAS FINCAS EDIFICADAS EN EL TEXTO REFUNDIDO DE LA LEY SOBRE RÉGIMEN DEL SUELO Y ORDENACIÓN URBANA DE 1992.
El Texto Refundido de la Ley sobre Régimen del Suelo y Ordenación Urbana de 1992,
 , salvo la novedad de sustituir en el apartado b), la expresión “fincas no edificadas con arreglo al planeamiento” por la de “terrenos con edificación no ajustada al planeamiento” y añadir al final del precepto la precisión “siempre que no estuvieren destinados a usos incompatibles con la ordenación urbanística.”, reproducía sin variación alguna lo dispuesto por el artículo 99.3 TRLS/76. 

Establecía, así, el artículo 166.3 TRLS/92 que: “No serán objeto de nueva adjudicación, conservándose las propiedades primitivas, sin perjuicio de la regulación de linderos, cuando fuere necesaria y de las compensaciones económicas que procedan: a) Los terrenos edificados con arreglo al planeamiento y b) Los terrenos con edificación no ajustada al planeamiento, cuando la diferencia en mas o en menos, entre el aprovechamiento que les corresponda conforme al Plan y el que le correspondería al propietario en proporción a su derecho en la reparcelación, sea inferior al 15 por 100 de éste último, siempre que no estuvieren destinados a usos incompatibles con la ordenación urbanística.”

No obstante, en las materias relativas a técnicas de equidistribución y valoraciones que venimos analizando en las normas hasta ahora examinadas,  sí introduce el TRLS/92, novedades que pasamos a examinar, no sin antes señalar, también como novedad de la Reforma de 1990-1992, la supresión del precepto relativo a la reparcelación simplemente económica del artículo 125.2 del TRLS/76 y la, consecuente y expresa derogación del artículo 74 RGU por el Decreto 304/1993, de 26 de febrero por el que se aprobaba la tabla de vigencias de los Reglamentos de Planeamiento, Gestión y Disciplina Urbanística, Edificación Forzosa y de Reparcelaciones, cuya publicación encomendaba al Gobierno la Disposición Final Unica, número 4  del TRLS/92. 

III.3.B.- LAS ÁREAS DE REPARTO Y EL APROVECHAMIENTO TIPO EN LA LRRU Y EL TRLS/92

“No existe en nuestro derecho urbanístico vigente – afirma la exposición de motivos de la LRRU – (ni en el histórico) un auténtico y pleno derecho a la equidistribución, pues los mecanismos redistributivos ni juegan entre las distintas clases de suelo  ni en el seno de cada una de ellas en su totalidad, a excepción del suelo urbanizable programado mediante el instituto del aprovechamiento medio. No reconoce tampoco el sistema que se propone un derecho pleno a la equidistribución, pero extiende su efectividad a los suelos clasificados como urbanos y lo generaliza en las zonas de nueva urbanización (excluidas las de eventual urbanización o no programadas).”

La determinación en esta norma del contenido del derecho del aprovechamiento urbanístico se articulaba a través de la técnica del aprovechamiento tipo; técnica similar a la del aprovechamiento medio, que pretendía garantizar una mínima uniformidad en el trascendental aspecto de la incidencia de la ordenación urbanística en el derecho de propiedad inmobiliaria 

Así disponían los artículos 94 y 95 TRLS/92 que los instrumentos de planeamiento general delimitarían para la totalidad del suelo urbano una o varias áreas de reparto de cargas y beneficios y que todos los terrenos clasificados como suelo urbanizable y los afectos a sistemas generales adscritos o en esta clase de suelo para su obtención, deberán quedar incluidos en áreas de reparto. Para cada área de reparto el Plan General o Programa de Actuación Urbanística o instrumentos equivalentes, según los casos, definirían el aprovechamiento tipo respectivo.

En suelo urbano, el aprovechamiento tipo de cada área de reparto se obtendría dividiendo el aprovechamiento lucrativo total, incluido el dotacional privado, correspondiente a la misma, expresado siempre en metros cuadrados construibles del uso y tipología edificatoria característicos, por su superficie total, excluidos los terrenos afectos a dotaciones públicas, de carácter general o local, ya existentes. En suelo urbanizable programado, los sectores cuyo planeamiento parcial debiera aprobarse en un mismo cuatrienio integrarían una sola área de reparto; en el no programado, los ámbitos de cada Programa de Actuación Urbanística integrarían una sola área de reparto. El aprovechamiento tipo se obtenía dividiendo el aprovechamiento lucrativo total de las zonas incluidas en el área de reparto, expresado en metros cuadrados construibles del uso característico, por las superficie total del área.

III.3.C.- EL RÉGIMEN DE VALORACIONES EN LA LRRU Y EL TRLS/92


El aprovechamiento urbanístico, como ya hemos visto, se valoraba en la Reforma de 1990-1992 por aplicación del valor fiscal, que se obtiene determinando el valor básico de repercusión del polígono, en atención al uso y tipología edificatoria característicos, resultantes, de la ordenación y ponderando la situación de la parcela dentro de cada polígono. “De este modo, se consagra – dice la exposición de motivos de la LRRU – el criterio de que la legislación y el planeamiento urbanístico suministran solo aprovechamientos, mientras que la valoración concreta es función de la normativa fiscal.” “Es obvio – concluía la misma exposición de motivos – que el adecuado funcionamiento del sistema y, lo que es más importante, su justicia material, dependen de la corrección de las valoraciones fiscales.”  

Destinaba el TRLS/92 su Título II a la materia de las valoraciones, en especial a las referentes al suelo, regulando separadamente las expropiaciones, a las que reservaba el Título V, y las expropiaciones sistemáticas, en particular, en el Título IV, que dedicaba a la “Ejecución del Planeamiento.”

Descansaba, también, el sistema de la Reforma de 1990-1992, en esta materia de valoraciones, sobre la distinción entre valor inicial y urbanístico.

“El valor inicial – decía el artículo 49 TRLS/92 – se determinará aplicando los criterios contenidos en las disposiciones que regulan las valoraciones catastrales del suelo de naturaleza rústica, sin consideración alguna a su posible utilización urbanística, salvo lo establecido en el número 2 del artículo anterior (suelo urbanizable programado sin planeamiento de desarrollo preciso).”

En cuanto al valor urbanístico señalaba Merelo Abela que “En rigor, más que de valor urbanístico habría que hablar de valores urbanísticos, pues la determinación de “lo evaluable” difiere según sea la concreta fase alcanzada en el proceso global de urbanización y edificación. Dicho en otras palabras, según cual sea la facultad urbanística adquirida por el propietario de un terreno al tiempo de su valoración, ésta se referirá a un objeto o contenido distintos.”

Así, determinaba el artículo 50 TRLS/92 que: “1) El valor urbanístico se determinará en función del conjunto de derechos o facultades de este carácter que, en el momento de practicarse la valoración, se hubieran adquirido. 2) En todo caso prevalecerá sobre el valor urbanístico el inicial, calculado según lo establecido en el artículo anterior, si éste fuera superior.”

“Una vez adquirido el derecho al aprovechamiento urbanístico – disponía el artículo 53.1 TRLS/92: Derecho al aprovechamiento urbanístico. – el valor urbanístico de un terreno se determinará por aplicación a dicho aprovechamiento del valor básico de repercusión en el polígono, corregido en función de su situación concreta dentro del mismo. (...). 4) en los supuestos de inexistencia o perdida de vigencia de los valores señalados en los números anteriores, o de inaplicabilidad de los mismos por modificación de las condiciones urbanísticas tenidas en cuenta al tiempo de su fijación, se aplicarán los valores de repercusión del suelo obtenidos por el método residual, conforme a lo dispuesto en la normativa técnica de valoración catastral.”

De estos preceptos resultaba, como ha señalado Merelo Abela que “la coordinación (valorativa) se ha pretendido establecer con los criterios de valoración catastral, y no con los valores catastrales individualizados vigentes en cada momento, lo que por otra parte constituía una exigencia del sistema de adquisición gradual y sucesiva de las facultades urbanísticas, implantado por la última reforma de la Ley del Suelo, y de los efectos “reductores” de la valoración que el incumplimiento de los deberes urbanísticos produce.”

En punto a la valoración de fincas edificadas disponía artículo 56 TRLS/92 – Derecho a la edificación –  que: “1) La valoración de los terrenos cuyo titular haya adquirido el derecho a la edificación, diferenciará el valor del suelo y el de la edificación. 2) El valor del suelo en el momento de concluirse la edificación será el correspondiente al aprovechamiento urbanístico que efectivamente se hubiera materializado sobre el mismo, sin adición o deducción alguna. 3) El valor de la edificación se determinará en función de su coste de reposición, corregido en atención a su antigüedad, estado de conservación y conformidad o no con la edificación en vigor.”

Este precepto, junto con la Disposición Transitoria Quinta del mismo texto obliga, a distinguir en el TRLS/92 entre las fincas con edificaciones realizadas con posterioridad a la entrada en vigor de la LRRU y las construidas con anterioridad.

Era a las primeras, a las únicas a las que cabía aplicarles aplicarles el apartado 2º del artículo 56 TRLS/92, pues como advertía González Pérez “Ya que con arreglo al sistema de la misma (LRRU), la licencia con arreglo a proyecto que no agote el aprovechamiento urbanístico real de la parcela, por el procedimiento del artículo 190, puede conducir a la venta o renuncia del aprovechamiento no agotado. Pero sería injusto aplicarla a las edificaciones levantadas antes de entrar en vigor este régimen ya que podría conducir al contrasentido de tasar un solar con una edificación antigua ce una planta situado en área de reparto con aprovechamiento tipo equivalente a siete plantas y ordenación detallada, en casi siete veces menos que el solar contiguo en el que no se levantara edificación alguna.”

Destacaba, en relación con este precepto, Merelo Abela que “la precisión introducida en el número 2 del precepto transcrito, respecto de la redacción del artículo correlativo de la Ley 8/1990 de 25 de julio (Artículo 83.2), consistente en que el valor regulado es el aplicable “en el momento de concluirse la edificación”, deja en perfecta sintonía el criterio valorativo que establece con el contenido en la Disposición Transitoria Quinta, número 2, según el cual el valor correspondiente al aprovechamiento materializado ha de reducirse en la misma proporción que resulte del tiempo de vida útil de la edificación ya transcurrido, al ser claro que en el momento de concluirse la edificación, por no haber transcurrido ningún período de vida útil, no procede reducción alguna, lo que justifica la omisión de toda referencia a este aspecto en el citado artículo 56.2. Pero a partir de dicho momento, la valoración sí tendría que atender al tiempo de vida útil ya transcurrido, jugando siempre como aprovechamiento mínimo a computar el 85 por 100 (hoy el 90 por cien, como mínimo) del aprovechamiento tipo vigente al tiempo de la valoración.” 
  

Para las edificaciones erigidas con anterioridad a la entrada en vigor de la LRRU la Disposición Transitoria Quinta – Edificaciones existentes – del TRLS 1992  establece que: “1) Las edificaciones existentes a la entrada en vigor de la Ley 8/1990, de 25 de julio, situadas en suelos urbanos o urbanizables, realizadas de conformidad con la ordenación urbanística aplicable o respecto de las que ya no proceda dictar medidas de restablecimiento de la legalidad urbanística que impliquen su demolición se entenderán incorporadas al patrimonio de su titular.” (Este apartado continúa en vigor al declararlo así la Disposición Derogatoria Única de la Ley 6/1998, de 13 de abril, sobre régimen del suelo y valoraciones).

 En cuanto a la valoración del suelo, en los supuestos contemplados en el anterior precepto, establecía el apartado 2º de esta D.T.5ª que “2) En los supuestos contemplados en el número anterior el valor del suelo se determinará en función del aprovechamiento efectivamente materializado siempre que lo hubiera sido de conformidad con la ordenación urbanística vigente al tiempo de la construcción, reducido en la proporción que resulte del tiempo de vida útil de la edificación ya transcurrida. En todo caso, como valor mínimo del suelo se entenderá el resultante de la aplicación del 85 por 100 del aprovechamiento tipo vigente al tiempo de la valoración.” 

Esta disposición, sin embargo ha sido derogada por la Disposición Derogatoria Única de la Ley 6/1998, de 13 de abril, sobre régimen del suelo y valoraciones.

En consecuencia, en el sistema de valoraciones de la Reforma de 1990-1992 el suelo de las parcelas edificadas se valoraba:

Tratándose de fincas edificadas después de la entrada en vigor de la LRRU, por el aprovechamiento urbanístico efectivamente materializado por la edificación sin adición o deducción alguna.

Tratándose de fincas edificadas con anterioridad a la entrada en vigor de la LRRU, había que distinguir:

a) Si el aprovechamiento materializado lo hubiese sido de conformidad con la ordenación urbanística vigente en el momento de su construcción, el valor del suelo se determinaría en función del aprovechamiento efectivamente materializado, pero  “reducido en la proporción que resulte del tiempo de vida útil de la edificación ya construida.”

b) Para el caso de que el aprovechamiento materializado no lo hubiese sido de conformidad con la ordenación urbanística vigente en el momento de su construcción, el TRLS/92, no determina  el criterio que debe seguirse.

c) En todo caso, como valor mínimo del suelo se habría de entender el resultante de la aplicación del 85 por 100 del aprovechamiento tipo vigente al tiempo de la valoración.  

En cuanto a la determinación del régimen aplicable al supuesto de aprovechamiento materializado en disconformidad con la ordenación urbanística vigente en el momento de su ejecución, considera González Pérez que “parece que será aplicable la normativa de la LS (art. 38).”
 Por tratarse de una cuestión colateral al problema objeto de nuestro estudio, planteado, además, por un precepto ya derogado, prescindiremos aquí de entrar en el análisis del criterio a seguir para valorar estas edificaciones cuyo aprovechamiento no hubiese sido materializado de conformidad con la ordenación vigente en el momento de su construcción y continuaremos esta exposición con un breve análisis critico de la regulación de la Reforma de 1990-1992 en relación con la cuestión que nos ocupa. 

III.3.D.- VALORACIÓN CRÍTICA.

 En lo que se refiere a las novedades de redacción del artículo 166.3 TRLS/92 cabe decir que la expresión del TRLS/76 “fincas no edificadas con arreglo al planeamiento” quizá resultase mas adecuada que la del TRLS/92 de “terrenos con edificación no ajustada al planeamiento”, toda vez que la primera abarca no solo las parcelas con edificación no ajustada al planeamiento, sino, también, las parcelas no edificadas; parcelas que, según el artículo 92 RGU, tampoco serán objeto de nueva adjudicación conservándose las propiedades primitivas cuando concurran los presupuestos que el mismo precepto establece. La expresión “terrenos con edificación no ajustada al planeamiento” limita su contenido, exclusivamente a las fincas edificadas, con edificación no ajustada al planeamiento. Por lo demás, la precisión de que lo dispuesto en el precepto tendrá lugar “siempre que no estuvieren destinados a usos incompatibles con la ordenación urbanística.” figuraba ya recogida en el artículo 90 RGU.

Por lo que a las áreas de reparto y el aprovechamiento tipo se refiere, las novedades introducidas por la Reforma de 1990-1992, en lo que a nuestro estudio toca, revisten un interés relativo y no inciden, en realidad, en el problema objeto de nuestro examen. Por un lado, las áreas de reparto y el aprovechamiento tipo constituyen, fundamentalmente, una depuración y generalización al suelo urbano y a las zonas de nueva urbanización del instituto del aprovechamiento medio. Por otro, en tanto no se fijasen los aprovechamientos tipo serían éstos sustituidos, de acuerdo con la Disposición Transitoria Primera del TRLS/92, por el aprovechamiento medio del sector, en suelo urbanizable programado; por el que resultase de lo establecido en el correspondiente Plan Parcial, en el suelo apto para urbanizar, y; por último, para el suelo urbano objeto de una actuación sistemática, por el medio resultante de la unidad de ejecución respectiva. El problema de las edificaciones sobreedificadas continuaba planteado en sus mismos términos a pesar de estas modificaciones.

Por último, en tema de valoraciones sí se introducen novedades que inciden en la cuestión hasta ahora estudiada:

Por lo pronto, que para los aprovechamientos urbanísticos incorporados al patrimonio de sus respectivos titulares la garantía de la estimación fiscal, como mínimo garantizado en todo caso a la hora de fijar el justiprecio urbanístico – que reclamábamos para los propietarios de los concretos terrenos a valorar, como comprensiva no solo del importe de la propia valoración fiscal sino, también, de todos los conceptos que la misma abarca – se reconoce expresamente aquí al disponer el artículo 53.4 TRLS/92 que: “En los supuestos de inexistencia o perdida de vigencia de los valores señalados en los números anteriores, o de inaplicabilidad de los mismos por modificación de las condiciones urbanísticas tenidas en cuenta al tiempo de su fijación, se aplicarán los valores de repercusión del suelo obtenidos por el método residual, conforme a lo dispuesto en la normativa técnica de valoración catastral.”

En este mismo sentido, como ya hemos visto, concluía Merelo Abela, de este precepto y del contenido en el artículo 49 TRLS/92, referido al valor inicial, que la coordinación en materia de valoraciones entre la legislación urbanística y fiscal que la Reforma de 1990-1992 realizaba lo era, no con los valores individualizados vigentes en cada momento, sino con los propios criterios de valoración catastral

El régimen de valoraciones de la LRRU y TRLS/92 no se limitaba a las expropiaciones sino que se extendía a otras materias como, en lo que ahora importa, a la constituida por los instrumentos redistributivos de los beneficios y cargas. A este respecto señalaba Merelo Abela, que “Es característica común a las reglas de valoración de las parcelas aportadas y resultantes de las técnicas de equidistribución la limitación de su finalidad, ya que no pretenden establecer el valor absoluto, directo y monetarizado de las mencionadas parcelas, sino solo su valoración relativa (de cada parcela en relación con las restantes del ámbito de que se trate) al objeto precisamente de conseguir la función redistributiva mencionada. Lo importante en esta materia no es determinar el valor en si  de cada parcela aportada, pues no se trata cuando menos de principio y como regla general, de sustituir este elemento patrimonial por su equivalente en metálico, sino de definir el derecho de su propietario a efectos de distribución y adjudicación de las parcelas resultantes, para lo que solo es relevante fijar el valor de cada parcela aportada en relación con las restantes que se aportan. Del mismo modo, respecto de las parcelas resultantes, lo que se precisa es conocer lo que cada una de ellas vale en relación con las otras, a efectos de adjudicar a cada propietario inicial parcela o parcelas en proporción a su derecho en el instrumento redistributivo correspondiente.”
 

No obstante, – advertía el mismo autor – “para aquellos supuestos de compensaciones económicos sustitutivas o complementarias por diferencias de adjudicación, en los que, por definición, si se produce una sustitución (total o parcial) de la finca aportada por su equivalente económico, deviene ineludible una valoración directa y monetarizada,”
 y para este supuesto el artículo 166.1.f), párrafo 2º TRLS/92 disponía  que: “Las compensaciones económicas sustitutivas o complementarias por diferencias de adjudicación que, en su caso, procedan se fijarán atendiendo al precio medio de venta de las parcelas resultantes, sin incluir los costes de urbanización.”

“Cuanto acaba de exponerse – prosiguía Merelo Abela – explica suficientemente la inaplicación en materia redistributiva de beneficios y cargas de los criterios de valoración basados en el sistema de adquisición gradual y sucesiva de facultades urbanísticas. Es claro que cuando aún no se ha producido la equidistribución, los propietarios no pueden tener adquirido el derecho al aprovechamiento urbanístico (solo tendrían el derecho a urbanizar), pero carecería de sentido alguno la determinación del valor de cada parcela aportada en función de la facultad urbanística adquirida, cuando los propietarios no solo no van a verse excluidos del proceso urbanizador y edificatorio, sino que, en virtud de la operación redistributiva que hemos de analizar (y para la que se precisan las valoraciones que comentamos) inician dicho proceso, posibilitándose con ello la adquisición de futuras facultades urbanísticas.”
 Y cuando, además, cabe añadir, los propietarios de las parcelas no edificadas pueden concurrir con los de parcelas edificadas, que tienen incorporado a su patrimonio o patrimonializado – siempre en el supuesto de que de que se de conformidad con la ordenación vigente en el momento de su construcción – el aprovechamiento urbanístico que su edificación materializa.    

“Ahora bien, – concluía el autor – no puede existir duda alguna acerca de que el aprovechamiento urbanístico de las parcelas resultantes objeto de adjudicación en el instrumento redistributivo correspondiente no queda, en virtud de dicha adjudicación, en situación de patrimonializado a favor del respectivo adjudicatario, sino en la de meramente patrimonializable o susceptible de apropiación, dependiendo su atribución efectiva (art. 23-1.b, Text. Ref. L.S.) del cumplimiento de los deberes básicos de cesión, equidistribución y urbanización (art. 26, Text. Ref. L.S.),  por la inaplicación del sistema de adquisición de facultades urbanísticas a la hora de establecer la valoración relativa de las parcelas aportadas o resultantes en el instrumento redistributivo no puede implicar alteración del régimen adquisitivo de las facultades urbanísticas legalmente reguladas.”

El TRLS/92 establecía la coordinación, a efectos de valoraciones, entre la norma urbanística y la fiscal, y no con los valores individualizados vigentes en cada momento, sino con los propios criterios de valoración catastral. Por otra parte, también se preocupaba detenidamente la norma – y éste era uno de sus principales cuidados – de precisar el alcance de los derechos a valorar de acuerdo con el grado de adquisición de las facultades urbanísticas que integran el contenido final del derecho de propiedad. ¿Cuál era, de acuerdo con estas precisiones, el régimen de las edificaciones preexistentes incluidas en polígonos delimitados y a desarrollar bajo la vigencia del TRLS/92? De los artículos 56.4 – valoración de los terrenos cuyo titular hubiese adquirido el derecho a la edificación – y  de la D.T. 5ª – edificaciones existentes – del citado texto legal, se concluía que para estas edificaciones preexistentes – dando por sentada, desde luego, la aplicabilidad de las normas sobre valoraciones del TRLS/92 a los procedimientos equidistributivos – el aprovechamiento urbanístico a considerar sería el materializado por las mismas – siempre que éste lo hubiere sido de conformidad con la ordenación urbanística vigente al tiempo de su construcción – con la reducción que resultase en proporción del tiempo de vida útil de la edificación ya transcurrido.

La evidente lógica del precepto pugnaba, ahora, sin embargo, tanto con los derechos de los titulares de las fincas sobreedificadas – conformes o no con el planeamiento – , como con las de las inedificadas. El régimen de la reparcelación en el TRLS/92, continuaba siendo, salvo en lo que acabamos de ver, el de la Reforma de 1975-1976 e inalterado el régimen en la citada Reforma para la reparcelación de las fincas edificadas, que se contenía, ahora, en el artículo 166.3 del TRLS/92 y en los mismos preceptos – artículos 89, 90  y 100 – del RGU, resultaba:

Que para los propietarios de fincas sobreedificadas persistía todavía, en los procedimientos equidistributivos, la obligación de pagar por un aprovechamiento incorporado a su patrimonio.

Para los propietarios de las fincas inedificadas, que si el valor de los aprovechamientos materializados por las fincas sobreedificadas, conformes con la ordenación que rigió en su construcción, había de reducirse en la proporción que resultase del tiempo ya transcurrido de vida útil de las mismas y con esta reducción habían de valorarse, procediendo en sentido inverso, a la hora de fijar las indemnizaciones que, como diferencia de adjudicación, se habían de determinar por los excesos de aprovechamientos que quedasen atribuidos a los titulares de aquellas fincas sobreedificadas, habrían de tomarse en consideración no solo los valores de esos aprovechamientos urbanísticos atribuidos en exceso, sobre el medio o tipo del ámbito de equidistribución, sino, también, en cada caso concreto, los restantes de la edificación que no excedían de tal límite, de modo tal que de resultas de la comparación entre el valor urbanístico del total aprovechamiento subjetivo patrimonializable correspondiente a la superficie de finca sobreedificada y el valor reducido – en proporción del tiempo de vida útil de la edificación ya transcurrido – del total aprovechamiento materializado por la parcela sobreedificada podía resultar, ya un crédito, como diferencia de adjudicación, a favor del propietario de esta parcela, ya una –improbable – igualdad entre ambos valores, ya una deuda del propietario de la parcela sobreedificada, por exceso de aprovechamiento atribuido, al ser inferior el valor del aprovechamiento materializado que el del aprovechamiento medio o tipo patrimonializable que en proporción a la superficie de su finca le corresponda. 

Es verdad que otra posibilidad sería aplicar la depreciación por el tiempo de vida útil de la edificación ya transcurrido tan solo al exceso de aprovechamiento objeto de la indemnización compensatoria fijada por este concepto, pero, en definitiva, el propietario de parcela inedificada o subedificada siempre recibiría,   a cambio del aprovechamiento que no podía incorporar a su patrimonio por encontrarse materializado en la parcela sobreedificada, una indemnización que nunca alcanzaría a cubrir el valor del aprovechamiento de que había sido privado, pues éste habría sido valorado reduciéndolo en proporción del tiempo de vida útil transcurrido, cuando para el propietario de la parcela inedificada o subedificada este aprovechamiento diferencial que no podía materializar no habría sufrido ninguna reducción por transcurso de tiempo de vida útil. 

Por ultimo, en lo que se refiere a la supresión del precepto contenido en el artículo 125.2 TRLS/76, referido a la llamada reparcelación simplemente económica y a la expresa derogación del artículo 74 RGU por el Decreto 304/1993, de 26 de febrero, aprobatorio de la tabla de vigencias de los Reglamentos de desarrollo de las Leyes Urbanísticas de 1956 y 1976, cabe decir que la misma parece haber sido procurada de propósito por el legislador, toda vez que, en congruencia con dicha supresión, se derogó el artículo 74 RGU y se mantuvo, sin embargo, la vigencia del artículo 116 del mismo Reglamento; aunque también es verdad que tales derogación y mantenimiento de los citados preceptos reglamentarios, en cuanto que posteriores al texto Refundido de 1992, pudieron venir obligados por un posible olvido del Legislador. En cualquier caso, debiérase la supresión a olvido, o se hubiere buscado de propósito, lo cierto es que la supresión de repetido precepto del artículo 125.2 TRLS/76 y mantenimiento del contenido en el artículo 116 RGU, parece apuntar a la consideración de la reparcelación simplemente económica como una variante de la reparcelación ordinaria, determinada por la mayor superficie edificada del polígono, que no justifica por esta circunstancia otras especialidades que las contenidas en el artículo 116 RGU. Para esta reparcelación simplemente económica siguen valiendo las consideraciones hechas en el epígrafe anterior, al examinar sus consecuencias en relación con las del régimen de la reparcelación de la Ley del Suelo de 1956 para las parcelas edificadas excluidas de la misma, así como, cuanto acabamos de decir en relación con el régimen de valoración de las compensaciones económicas, por excesos de aprovechamientos, en El Texto Refundido de 1992.

(Concluye en el siguiente Número de La Revista).

SOBRE EL ARTÍCULO 100. 2 DEL REGLAMENTO DE GESTIÓN URBANÍSTICA Y LAS 
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� No obstante hay que recordadar aquí el problema de la sobrealoración desproporcionada que en la LS/56 se podía producir como consecuencia de exigir que la valoración de las fincas aportadas se realizase con  arreglo a la situación urbanística inmediatamente anterior a la del Plan a ejecutar. Si estaba perfectamente justificada la participación sustitutiva en la obligación de cesión y urbanización en función del aprovechamiento materializado por la edificación excluida de la reparcelación, lo que no parecía ya de justicia era que este aprovechamiento preexistente y su valor se ponderara, a efectos de participación en las cargas de urbanización, en relación con los aprovechamientos y valores correspondientes a la situación urbanística inmediatamente anterior al del Plan que se trataba de ejecutar y no en relación con los aprovechamientos y valores previstos por el nuevo Plan. Así si resultaba lógico que una finca edificada que materializaba, por ejemplo, un décimo del aprovechamiento total previsto en el nuevo Plan para el polígono a ejecutar, participase en esta misma proporción, con independencia de la menor superficie de la parcela, en la carga de las cesiones obligatorias y gastos de la urbanización, no lo era que si con arreglo a la situación urbanística inmediatamente anterior al Plan que motivaba la reparcelación, esta finca edificada, por encontrarse emplazada en un suelo rústico, representaba, por ejemplo, las dos terceras partes del valor del ámbito, tuviera que participar en esta misma proporción en la obligación de cesión de terrenos viales y para zonas verdes y demás gastos de la urbanización.





� Podría sostenerse que en estos casos la total edificabilidad del polígono se determinaba en función de la total superficie del polígono y que determinada ésta, su total importe se distribuiría entre la total superficie apta para la edificación no excluida de la  unidad reparcelable. Ésta interpretación asimilaría este tipo de reparcelación á la reparcelación motivada por desigual reparto de volúmenes edificables, con las objeciones que para el cómputo de la indemnización sustitutiva hemos hecho a este tipo de reparcelación: valoración de unos terrenos de cesión desnudos de un aprovechamiento, que la reparcelación había situado en terrenos no excluidos de la reparcelación aptos para edificar al precio promediado del suelo del polígono.    
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